
24 de junio de 2008.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:
A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de decreto para reformar la fracción IX del artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y los artículos 6, 85 fracción XII, 153 segundo párrafo y derogar la fracción IV del artículo 168, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, sobre “El informe anual que rinde el Gobernador del Estado ante el Congreso, en relación al estado general que guarda la administración pública estatal”, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
B.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Salud, con relación a una iniciativa de Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, para el Estado de Coahuila, e iniciativa de decreto mediante la cual se adiciona el artículo 354 bis al Código Penal del Estado de Coahuila; se reforma el artículo 42 del Código Civil del Estado de Coahuila; se reforma el segundo párrafo y se adiciona un tercer párrafo al artículo 60, se reforma el inciso c), recorriéndose el inciso d) para ser ahora el inciso e) del artículo 62 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, adicionándose un inciso d) a este último artículo de la referida ley, presentada por los Diputados Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Francisco Javier Z´ Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de decreto para modificar la fracción segunda y hacer una adición al último párrafo del artículo 25 de la Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila de Zaragoza, sobre “Requisitos para que las agrupaciones de profesionistas en Coahuila funcionen como colegios”, planteada por el Diputado Alfredo Garza Castillo, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional.
D.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se autoriza al Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, a contratar un crédito hasta por la cantidad de $5´000,000.00 (cinco millones de pesos 00/100 m.n.), siempre y cuando la tasa no exceda del tiie + 0.30 %, para cubrir expectativas de pago y contratándose el crédito a un plazo de 10 años, con el fin de destinarse para financiar terreno y obras de infraestructura, relacionadas con la planta tratadora de aguas residuales del municipio de Parras, Coahuila.
E.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un predio ubicado en el fraccionamiento “Hacienda La Laja”, de esa ciudad, a favor de la iglesia Anglicana de México A. R., para la construcción de un templo y un salón de usos múltiples, en ese municipio.
F.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie ubicada en el fraccionamiento “Año 2000” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Parroquia Cristo Rey, para continuar con el trámite legal para escriturar.
G.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie ubicada en la colonia “Presidentes 1” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Instituto Nacional de Migración, para la construcción de una estación migratoria.
H.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público, una superficie ubicada en la colonia “El Cenizo” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Centro Cultural Restauración, A. C., para la construcción de un centro comunitario.
I.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público, una superficie ubicada en la colonia “La Laja” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al gobierno del estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, para la construcción de un jardín de niños.
J.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del dominio público, una superficie ubicada en la colonia “Los Alamillos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Asociación Religiosa “Centro de Fe, Esperanza y Amor, A. R.”, con objeto de continuar con el trámite legal para escrituración.
K.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para permutar un inmueble con una superficie ubicada en la colonia “Torreón Residencial” de esa ciudad, a favor de la C. Clara Nungaray viuda de Moncada, en compensación por la afectación de un inmueble de su propiedad, ubicado en la colonia San Marcos.
L.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio enviado por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público un inmueble con una superficie ubicada en el fraccionamiento Rincón de Blanca Estela de la cabecera municipal, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Sr. Enrique Zulaica Serrano, con objeto de regularizar la afectación realizada en su predio.
M.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del dominio público, un inmueble ubicado en el fraccionamiento “Fidel Velazquez” de esa ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del adquiriente en venta pública, con el fin de construir con los recursos obtenidos, en el resto del inmueble, el proyecto denominado “Moll de Taco”, para la renta de locales de venta de alimentos, en apoyo a comerciantes de la localidad.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar la fracción IX del Artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; los artículos 6, 85 fracción XII, 153 segundo párrafo de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre  y Soberano de Coahuila de Zaragoza y derogar la fracción IV del artículo 168 de la misma, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 27 de Mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa para reformar  la fracción IX del Artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; los artículos 6, 85 fracción XII, 153 segundo párrafo de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre  y Soberano de Coahuila de Zaragoza y derogar la fracción IV del artículo 168 de la misma, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracción I, 100 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa para reformar la fracción IX del Artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; los artículos 6, 85 fracción XII, 153 segundo párrafo de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre  y Soberano de Coahuila de Zaragoza y derogar la fracción IV del artículo 168 de la misma, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional,  se basa en las consideraciones siguientes:

“ EI informe de actividades del Ejecutivo Estatal, comúnmente llamado informe de  gobierno, ha venido evolucionando en Coahuila a lo largo de nuestra vida como entidad federativa en sus dos aspectos más importantes: su ubicación en el calendario, y en el formato de ceremonia donde se presenta. 

Esta dinámica tiene que ver fundamentalmente con nuestra inserción en el contexto  nacional, y con el entorno político que se va generando en la cultura social de la entidad conforme al devenir del tiempo. 


Mucho se ha dicho que nuestro sistema constitucional tiene su origen en una reproducción hibrida del modelo norteamericano y del español. Prueba de ello, es que Guadalupe Victoria en 1824 ya cumplía el mandato y la facultad de presentarse en el Congreso a disertar sobre el estado de la administración pública. En aquellos años el Ministro de Gobierno acompañaba al presidente de la República a detallar el informe presentado.

Por su parte, en la primera constitución  de Coahuila, en 1827, ya se preveía también la presencia del Gobernador en el Congreso, para informar sobre las actividades del aparato público bajo su mando.

La Constitución Federal de 1857 que introdujo normativas mas explicitas en el ámbito federal, no se reflejó en este tema en nuestra Constitución Local, que permaneció intacta en ese sentido hasta que en 1918, el Constituyente Coahuilense que tuvo como responsabilidad adecuar nuestros ordenamientos a la recién promulgada Constitución Federal de 1917, introdujo las reformas que persistieron hasta 1956. 

En el año de 1956, se reformó la Constitución Local, manteniéndose en sus artículos 46 y 49, que el Gobernador del Estado asistiría al Congreso cada día 15 de noviembre a la apertura de las sesiones ordinarias y leería el informe sobre el estado y las necesidades de la Administración a su cargo, con la previsión que de sería ( sic ) cada dos años. 

En todos esos años, el Titular del Poder Ejecutivo Estatal, asistía cada año a leer un largo documento donde se daba cuenta de los programas, obras y acciones realizadas en el ejercicio comprendido.

Mientras tanto la experiencia federal indicaba que los informes debieran alejarse lo más posible de las fechas de las elecciones, dado que la intensidad con la que los partidos participaban en las mismas, y los conflictos que se suscitaban por la inconformidad de los partidos perdedores, terminaban conflictuando la realización de la ceremonia correspondiente, hecho que se presentó a partir de1988. 

Entonces las entidades federativas siguieron desplazando las fechas de los informes, al modificar los inicios de los periodos ordinarios de sesiones. En nuestra entidad se registra una reforma en 1992, quedando establecida la fecha para rendir informe el quince de octubre, día en que se iniciaba el primer periodo ordinario de sesiones. 

Conforme a lo que se establece actualmente en la Constitución Política del Estado, la presentación del informe de gobierno debe hacerse dentro de los primeros quince días del mes de octubre de cada año; en tanto que, por otra parte, en virtud de la reciente reforma electoral aprobada por este Congreso, se ha establecido la celebración de elecciones locales en el mismo mes de octubre, lo cual dará lugar a que exista una gran proximidad entre el acto de entrega del informe de gobierno y el día de la elección, con la posibilidad de que esta coincidencia pueda motivar argumentos en el sentido de que dicho acto ejerza influencia de manera directa sobre los comicios y originar finalmente situaciones como las que se han señalado en el caso del Congreso de la Unión. Por ello la propuesta de promover un cambio en este orden, en aras de fortalecer la democracia de nuestro Estado. 

En este contexto, de manera reiterada han existido pronunciamientos de los diferentes sectores de nuestra comunidad, a través de líderes de opinión, analistas y ciudadanos en general, en el sentido de que el formato vigente para la presentación del informe de la administración estatal es obsoleto, puesto que para el gobernador es prácticamente imposible condensar en la lectura de un documento, un reporte pormenorizado de su administración, y para el congreso resulta también inviable procesar de tal manera la información que se le presenta. 

A esto hay que agregar, que aunque en los últimos años se han incorporado modificaciones en su formato, como el posicionamiento de los Grupos Parlamentarios constituidos al interior del Congreso, y de la representación aun individual de los partidos políticos en el mismo, la ceremonia del informe contenida en una sesión solemne, no satisface el interés ni el gusto ciudadano por la información sobre el ejercicio gubernamental, puesto que de origen -y eso persiste hasta nuestros días- más que una práctica republicana, la ceremonia del informe asemeja un resabio de la época de la preeminencia del Poder Ejecutivo sobre los otros poderes, particularmente el Congreso.

Y además, de que en el actual formato pareciera limitarse la percepción de importancia de las comparecencias ante el Pleno o Comisiones del Congreso, de los encargados de las diferentes áreas del Despacho del Ejecutivo. Ejercicios estos, donde si es posible analizar a fondo la administración en turno, y ponderar, criticar, recomendar o reconvenir al Gobernador sobre sus programas, obras y acciones, a través de sus colaboradores. 

Las comparecencias, tal y como se establecen hoy en la Constitución Local y la Ley Orgánica de nuestro Congreso, de acuerdo a lo contemplado en esta lniciativa, se  deben mantener como hasta ahora. 

La visión modificadora de los Informes de Gobierno se vio reflejada en el escenario federal, el pasado miércoles 30 de abril, cuando la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, aprobó un dictamen presentado por la Comisión de Puntos Constitucionales, mediante el cual se reforma el artículo 69 de nuestra máxima carta magna, determinándose que el Presidente de la República presentará su informe ante el Congreso por escrito, sin que necesariamente tenga que acudir. 

EI referido dictamen fue turnado en la misma fecha a la Cámara de Senadores para su revisión, proceso que se encuentra actualmente en trámite.

La propuesta concreta es, que el Presidente no esté obligado a asistir al Congreso a presentar su informe, y que en cambio, pueda presentar su informe por escrito sin la  necesidad de acudir al Congreso. 

Por su parte, en el marco local existen antecedentes generados en esta legislatura, los que plantean modificar el esquema de la presentación del informe del Gobernador, en base a algunas de las consideraciones que hasta ahora se han venido señalando en el presente instrumento legislativo.

Tomando en consideración lo anterior, y en concordancia con el nivel de madurez política que ha alcanzado la sociedad coahuilense, y que se refleja en su representación popular, y en la relación de esta con el Poder Ejecutivo y el Judicial, así como en atención a la cultura cívica y el interés ciudadano por acceder de maneras más eficientes al informe de las acciones de gobierno, se considera necesario modificar de manera sustancial el marco jurídico que rige este precepto constitucional: el de informar.”  

TERCERO.-  A través del tiempo todos los pensadores que se han ocupado de la división de poderes, han deducido sus principios de una realidad histórica concreta; pero no es sino hasta Locke, y particularmente con Montesquieu, que surge como razón superior para dividir el poder, la necesidad de limitarlo. En efecto, la división de Poderes fue y sigue siendo hasta la fecha la principal limitación interna del Poder Público, que halla su complemento en la limitación externa de las garantías individuales y el reconocimiento de los derechos humanos. 

Sin embargo, de lo anterior no debe pensarse que la división de poderes es absoluta, pues tanto en un sistema parlamentario, como en uno presidencial, existen relaciones entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo. En el primero de dichos sistemas, la actuación del Ejecutivo se encuentra subordinada a la dirección de las Cámaras, que constituyen el Parlamento, y que le da su nombre; en el segundo, denominado presidencial, el jefe del Ejecutivo participa con independencia del Legislativo en la dirección política, designa libremente a sus colaboradores inmediatos, que son los Secretarios de Estado, y es por ello responsable directo de los actos de aquéllos.

No obstante ser nuestro sistema presidencial, constitucionalmente existen rasgos propios de un sistema parlamentario, que vinculan la actuación del Ejecutivo a la del Legislativo; ejemplo de ello es que para suspender garantías individuales requiere de la aprobación del Congreso, que los Secretarios de Estado deben dar cuenta al Congreso, del estado que guardan sus respectivos ramos; sin embargo, en estos casos, su comparecencia no compromete la vida del gabinete, el Secretario va simplemente a informar en nombre del Presidente e ilustrar a las Cámaras, tocante a los hechos a que se refiere el informe de éste.

Así las cosas, en opinión del ameritado constitucionalista citado inicialmente, la presencia del ejecutivo ante el Congreso para rendir su informe de gobierno, obedece más a una razón de cortesía que a una condición jurídico política, ya que la finalidad de información puede cumplirse satisfactoriamente  con la remisión del informe escrito; criterio este que actualmente es objeto de análisis en la Cámara de Senadores, ante la reciente reforma aprobada por la Cámara de Diputados al artículo 69 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Establecido lo anterior,  la iniciativa que ahora se estudia y dictamina, plantea el problema de cuando y como el Ejecutivo del Estado debe rendir su informe ante esta Soberanía, y es consecuencia de la diversa propuesta de reforma a los artículos 49 y 84 fracción IV de la Constitución Política del Estado, que con ese propósito se formuló.

Por lo que a la primera de las cuestiones se refiere, los artículos 49 y 84 fracción IV, cuya reforma se propuso, disponen que dicho informe debe rendirse dentro de los primeros quince días del segundo período ordinario de sesiones; es decir, dentro de los primeros quince días del mes de octubre; empero, conforme a las recientes reformas a la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la elección de Diputados y la de Ayuntamientos se celebrará el tercer domingo de octubre, por lo que razonablemente, como se asienta en la exposición de motivos, el primer acto puede motivar argumentos en el sentido de que ejerce influencia de manera directa sobre los comicios; luego, en aras de la legalidad, transparencia, e imparcialidad que debe caracterizar un proceso electoral en un estado democrático de derecho, como lo es el nuestro, se estimó  prudente el cambio propuesto para la fecha del informe a efecto de que tenga verificativo dentro de los diez primeros días del mes de noviembre, cuando el proceso de elección ya ha transcurrido; y, por ende, el informe de gobierno ninguna influencia ejerza sobre los comicios, por lo que en ese sentido resulta pertinente  reformarse la legislación secundaria a fin de armonizarla con el texto constitucional.

Por cuanto a la forma en que el informe debe rendirse y que motivó el segundo aspecto de la reforma a los artículos 49 y 84 fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, como ya se asentó, la presencia del Ejecutivo ante el Congreso, es más un acto protocolario y de cortesía, pues su finalidad es que esta Soberanía tome conocimiento de la actividad del Ejecutivo, a efecto de examinarla  y valorarla en sesiones posteriores y de que el pueblo esté enterado de ello; lo que no se cumple en una sola sesión, como lo previene el formato actual, por lo que la reforma a la Constitución local, en el sentido de que el Gobernador del Estado envíe o presente cada año al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, un informe por escrito del estado general que guarda la administración pública estatal, debe manifestarse en la legislación secundaria, ya que no solo guarda congruencia con la reciente reforma a nivel federal, sino que permite el análisis del documento en sesiones posteriores, con la comparecencia de los Secretarios del Ramo y del Procurador General de Justicia.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, se estima prudente que esta Soberanía apruebe la reforma a la fracción IX del Artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; así como a los artículos 6, 85 fracción XII y 153 segundo párrafo de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre  y Soberano de Coahuila de Zaragoza y la derogación de  la fracción IV del artículo 168 de la misma, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles  del Partido Revolucionario Institucional, para quedar como sigue:

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma la fracción IX del artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza. para quedar como sigue: 

Artículo 19. . . .

I a VIII. . . .

IX.  
Documentar, compilar y mantener actualizada la información de la dependencia a su cargo, con el objeto de integrarla, por conducto de la unidad administrativa competente, al informe anual escrito que el Gobernador debe remitir o presentar al Congreso de! Estado, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre;

X a XXIII. . . .

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman los artículos 6, 85 fracción XII, 153 segundo párrafo  y se reforma la fracción IV del artículo 168, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

ARTICULO 6. EI Gobernador del Estado informará por escrito cada año al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, sobre el estado general que guarda la administración pública estatal, según lo dispuesto en los Artículos 49 Y 84 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

La Legislatura procederá a realizar, en sesiones subsecuentes el análisis del informe presentado por el Gobernador; y ante Comisiones, se desarrollarán comparecencias por materias, con la presencia de' los secretarios del ramo y del Procurador General de Justicia, con objeto de hacer comentarios y observaciones al respecto. Lo expresado con ese motivo se comunicará al Ejecutivo del Estado, para su conocimiento, lo anterior, observando los acuerdos de la Junta de Gobierno en relación al formato y duración de las comparecencias de los servidores públicos y, de la decisión sobre los funcionarios públicos que comparecerán, según lo dispuesto en las fracciones VI, XII Y XIII, del artículo 85 y demás relativos de esta ley. 

ARTÍCULO 85. Son funciones de la Junta de Gobierno, las siguientes: 

I a XI. . . .

XII. Hacer propuestas sobre el desarrollo de las sesiones ordinarias, extraordinarias y solemnes, así como de la Diputación Permanente; y sobre las comparecencias de los secretarios del Despacho del Poder Ejecutivo, relacionadas con el análisis del informe del Gobernador del Estado.

XIII a XV. . . .

ARTICULO 153. La Diputación Permanente deberá rendir un Informe de sus trabajos, al término del período de receso que corresponda. 

Los informes de la Diputación Permanente se presentarán en la primera sesión de cada Período Ordinario de Sesiones. 

ARTÍCULO 168. Se consideran solemnes las sesiones en los siguientes casos:

I  a III. . ..

IV.  Cuando así se determine con motivo de la asistencia del Gobernador del Estado al Recinto Oficial del Congreso.

V a VII. . . .

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO. EI presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 23 de Junio de 2008.
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DICTAMEN de las Comisiones unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Salud, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, para el Estado de Coahuila e Iniciativa de Decreto mediante el cual se adiciona el artículo 354 Bis al Código Penal del Estado de Coahuila, se reforma el artículo 42 del Código Civil del Estado de Coahuila; se reforma el segundo párrafo y se adiciona el tercer párrafo al artículo 60, se reforma el inciso C), recorriéndose el inciso D) para ser ahora el inciso E) del artículo 62 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, adicionándose un inciso D) a este último artículo de la referida Ley, presentada por los C. C. Diputados Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Francisco Javier Z Cruz Sánchez del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; y,
R E S U L T A N D O
PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 4 de diciembre del pasado año, se acordó turnar a las Comisiones de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Salud, las Iniciativas a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones  Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales  y de Salud, las Iniciativas de Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, Para el Estado de Coahuila e Iniciativa de Decreto mediante el cual se adiciona el artículo 354 Bis al Código Penal del Estado de Coahuila, se reforma el artículo 42 del Código Civil del Estado de Coahuila; se reforma el segundo párrafo y se adiciona el tercer párrafo al artículo 60, se reforma el inciso C), recorriéndose el inciso D) para ser ahora el inciso E) del artículo 62 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, adicionándose un inciso D) a este último artículo de la referida Ley, presentada por los C. C. Diputados Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Francisco Javier Z Cruz Sánchez del Grupo Parlamentario   “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 96, 97, 99, 102 fracciones I y X, 103 fracción I, 112 fracción XI y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Las Iniciativas de Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, Para el Estado de Coahuila e Iniciativa de Decreto mediante el cual se adiciona el artículo 354 Bis al Código Penal del Estado de Coahuila, se reforma el artículo 42 del Código Civil del Estado de Coahuila; se reforma el segundo párrafo y se adiciona el tercer párrafo al artículo 60, se reforma el inciso C), recorriéndose el inciso D) para ser ahora el inciso E) del artículo 62 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, adicionándose un inciso D) a este último artículo de la referida Ley, presentada por los C. C. Diputados Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Francisco Javier Z Cruz Sánchez del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional,  se basan en las consideraciones siguientes:

“La declaraci6n Universal de Derechos Humanos promulgada en el año de 1948 por la Organizaci6n de las Naciones Unidas, ha sido el punto de referencia obligado para muchos de los textos constitucionales que tratan sobre la protecci6n de la dignidad del ser humano respecto a las aplicaciones de la biotecnología y la medicina. 

EI convenio del Consejo Europeo sobre los derechos del hombre y la biomedicina, suscrito el 4 de abril de 1997 en España, es el primer instrumento internacional con carácter jurídico vinculante de los países que lo suscriben. Su especial relevancia radica en el hecho de que establece un marco común para la protección de los derechos y la dignidad humana en la aplicación de la medicina. 

EI citado convenio trata explícitamente sobre la necesidad de reconocer los derechos de los pacientes, la protección de la salud, el derecho a la información clínica, la autonomía respecto a su salud, el respeto a la intimidad personal y a la libertad individual del enfermo, así como la confidencialidad de la información. 

En este contexto, en el derecho internacional y particularmente en el campo de la medicina, se han señalado - en diversos pronunciamientos legislativos - dos posibilidades del derecho a una muerte digna· la pasiva y la activa. 

Se ha descrito que: "el derecho a una muerte digna de forma pasiva es definida como el conjunto de acciones u omisiones, que con el fin de suprimir cualquier dolor, causan la muerte al enfermo, no proporcionándole ningún agente para acabar con la vida, pero si dejando que algunos procesos evolucionen espontanea o naturalmente como es el caso de las infecciones intercurrentes. En este caso, se dejan de administrar al enfermo terminal los tratamientos respectivos, en vista de la imposibilidad de su recuperación". 

Para los filósofos de la medicina, como el científico Español Dn. Santiago Ram6n y Cajal (EI mundo visto a los 80 años; Madrid 1934 ) Y Gregorio Marañón (Ensayo Biológico, 1931) así como para los eruditos en derecho, son dos las exigencias de la dignidad humana: el derecho a la vida y la libertad individual. 

En el orden filosófico y jurídico la dignidad de la persona es considerada como un derecho innato en el ser humano y debe ser ejercida desde el momento de la concepción de la vida hasta la muerte. 

La dignidad de las personas, en las normas del derecho internacional es considerada como el fundamento del orden político y la paz social; de allí que el Estado debe convertirse en salvaguarda de su vulnerabilidad evitando los hechos que la denigren, la mediaticen o la empequeñezcan. 

La dignidad es una cualidad que enriquece la propia estima y la de los demás y que está presente durante toda nuestra vida, en todos los momentos y en cualquier circunstancia, no aumenta o disminuye ni depende de la calidad de vida que se tenga, lo cual significa que el derecho a 1a dignidad no se mide por el status social, ni el ser humano es tanto más o menos digno por su calidad de vida. Por lo tanto, no debe confundirse la dignidad humana de las condiciones de vida con la dignidad de la persona. 

El derecho a la dignidad es parte fundamental de la vida, de allí que deben respetarse los  deseos e intimas convicciones de un paciente terminal respecto a la no vulneración de su dignidad física y psicológica en los últimos momentos. La decisión del paciente resulta indiscutible y es fundamental de todo ordenamiento: no existe ningún derecho que pueda ser mas inviolable que el derecho individual de controlar su propia vida en los momentos finales de su existencia. 

Analizadas las cuestiones referentes a la dignidad humana y a una mejor calidad de vida, es pertinente comentar sobre la autonomía de la voluntad y la autodeterminación cuando la dignidad personal y la calidad de vida se ven afectadas por situaciones irreversibles provocadas por accidentes o par una enfermedad terminal. 

Dentro del campo de la bioética, la autonomía de la voluntad significa la instrumentación de las reglas propias que se impone un individuo, y frente a ella, el médico debe mantener el más alto nivel de conducta profesional con compasión y respeto por la dignidad de un paciente, pensando en el derecho inviolable del individuo a controlar su propia vida, libre de la interferencia de otras personas y desde la perspectiva indiscutible de los valores que profese 

En este marco internacional, y considerando el derecho a la dignidad del ser  humano, entre los profesionales de la sociedad médica mexicana, se ha acentuado - en los últimos quince años - un debate sobre la conveniencia de disponer de directivas anticipadas acerca de los deseos de los pacientes a la hora de asistirlos en una situación de emergencia vital. Una gran cantidad de enfermos les han trasmitido a sus médicos la inquietud sobre como desean ser tratados ante la posibilidad de encontrarse en un grave riesgo de muerte o de incapacidad física; la gran mayoría de pacientes pide en esos casos atenuantes al dolor y una muerte apacible. 

Desde un punto. de vista ético, es necesario recordar que el hombre es un ser limitado y mortal, por lo tanto, hay que acercarse a un enfermo con realismo, evitando la idea de que la medicina es omnipotente; hay límites que son insuperables y en estos casos es necesario reconocer con serenidad la propia condici6n humana . 

 Los avances tecnológicos de la medicina han logrado en algunos casos prolongar la vida y vencer varias enfermedades que se consideraron mortales, pero desgraciadamente a menudo se aplican a un enfermo procedimientos que provocan una distorsión del objetivo mismo de la medicina, que no es en principio evitar la muerte, sino promover la salud y restaurarla cuando es afectada por una enfermedad; en ese sentido la voluntad del paciente es soberana en cuanto a someterse o no al acto médico, y aun cuando algunos consideren lo anterior un derecho subjetivo, lo cierto es que trasciende a la sociedad como interés público y la ley lo considera un derecho positivo. 

Lo anterior reviste de una importancia especial, ya que un número cada vez más elevado de funciones vitales puede prolongarse por medio de órganos artificiales, pulmones mecánicos, estimuladores cardiacos, entre otros. Nadie duda de su importancia cuando se utilizan para un paciente en crisis, que luego puede regresar a un estado de salud normal, sin embargo permanece bajo discusión el uso de estos instrumentos para prolongar de modo muy limitado la vida de un paciente con lesiones irreversibles de un órgano fundamental o con una enfermedad terminal. 

Ahora bien, es común ver el desgaste físico y económico de las familias con enfermos terminales en hospitales públicos y privados, lo cual se evitaría si el paciente toma decisiones previas que tengan carácter legal; evitando también colocar a los médicos en un reducido campo de maniobra.

No hay obligaci6n de recibir o prolongar un tratamiento que es considerado ineficaz para la profesión médica. Esta práctica es considerada como legal y ética siempre que el propósito del médico sea aliviar el dolor y no provocar la muerte. 

Por lo anterior, es recomendable instruir a la gente para que en los casos extremos referidos, pueda evitar el ensañamiento terapéutico exasperado, aun aplicado con la mejor intención, pero que además de inútil, no respetaría la integridad personal de quien ya ha llegado a un estadio terminal. EI concepto de salud, entraña el equilibrio físico y psíquico normal, sin sufrimientos innecesarios que inútilmente traten de alargar su vida. 

Entre las ventajas de prevenir la aplicación imprudencial de los cuidados a la salud están: 

· La tranquilidad personal del paciente. 

· EI conocimiento de los médicos acerca de los deseos del enfermo. 

· La disminución de intervenciones médicas en vano costosas y especializadas. 

· Evitar los sentimientos de culpa e impotencia familiares. 

· La disminución de preocupaciones de tipo legal para médicos y familiares. 

· EI abatimiento de gastos innecesarios de atención médica. 

· La atención psicol6gica y asesoría espiritual. 

En México, según datos del Sistema Estadístico Epidemiológico de Defunciones, de alrededor de 495 mil decesos que se registran al año, la tercera parte (165 mil) se deben a enfermedades terminales. En ese caso, los ciudadanos deben tener el derecho de tomar sus propias decisiones acerca del cuidado médico que desean recibir en padecimientos sin expectativas de recuperación. 

La Ley General de Salud, en su artículo 77, Bis 37, fracción IX establece que los beneficiarios del Sistema de Protecci6n Social en Salud, tendrán derecho a "otorgar o no su consentimiento válidamente informado y a rechazar tratamientos o procedimientos" . 

Por su parte, el artículo 345 de la misma ley, dispone literal mente que "no existirá impedimento alguno para que a solicitud o autorización de las siguientes personas: el o la cónyuge, el concubinario, la concubina, los descendientes, los ascendientes, los hermanos, el adoptado o el adoptante; conforme al orden expresado; se prescinda de los medios artificiales que evitan que en aquel que presenta muerte cerebral comprobada se manifiesten los demás signos de muerte a que se refiere la fracci6n II del artículo 343". 

De igual forma en Coahuila, el artículo 2998 del Código Civil establece en la figura jurídica del mandato, "que el mandatario podrá tomar decisiones sobre el tratamiento médico y el cuidado de la salud del mandante, aun cuando este hubiere quedado incapaz si para ello hubiere sido expresamente autorizado por el mandante" 

Sin embargo, no obstante que existen dichas disposiciones generales, tanto a nivel federal como a nivel local, es de suma importancia que el Estado de Coahuila, cuente con una ley que contemple de forma amplia este derecho; una ley en la cual se establezca un procedimiento claro y práctico, que otorgue certeza jurídica y no deje lugar a las interpretaciones; una ley que permita a los ciudadanos ejercer el derecho a una muerte digna, que garantice que las personas disfruten plenamente su libertad de decisión sobre su organismo, hasta el fin de su existencia. 

El ser humano, con el poder de su inteligencia y de su voluntad, ha sido capaz de trascender en el mundo del cual forma parte; de alii que la ley, los ordenamientos jurídicos y la organizaci6n económica, política y social del estado deben garantizar el derecho de todo individuo para que al final de su existencia, en el ocaso de su vida, tenga el derecho a decidir en que circunstancias morir. 

En el presente proyecto de ley - basado en fundamentos de derecho internacional, en la dignidad del ser humano, así como en el reconocimiento constitucional a la integridad corporal y el respeto a la intimidad personal - pondremos a consideración de la Asamblea un nuevo instrumento legal que consideramos reclama un segmento importante de la sociedad y que anhela toda persona que después de su trayectoria por la vida, se ve aquejado por una enfermedad incurable el derecho a morir con dignidad. 

Recogiendo las muy valiosas opiniones de coahuilenses distinguidos por sus estudios en la materia; por su alto perfil ciudadano y profesional, los promoventes de esta iniciativa realizamos una profunda labor de auscultación sobre el tema, motivados inicialmente en torno a las tesis y planteamientos propuestos por el Licenciado Fernando Antonio Cárdenas González, - distinguido coahuilense y autoridad reconocida en el campo de la autonomía de la voluntad de enfermos 

Terminales - en su libro "Incapacidad, Disposiciones para Nuevos Horizontes de la Autonomía de la Voluntad", que se ha convertido en un referente obligado para todos aquellos interesados en las cuestiones nacionales e internacionales que abordan estos aspectos. 

Este instrumento legislativo está sustentado fundamentalmente en la Ortotanasia, entendiéndose en ello: la capacidad de toda persona a decidir el final de su existencia para no ser dañado en su integridad debido a la aplicación de medios desproporcionados o extraordinarios para el mantenimiento de la vida. Consiste en la suspensión de tratamientos agresivos que traten de prolongarle la existencia inútilmente, y por medio de recursos paliativos al dolor dejar que la muerte llegue apaciblemente, sobre todo en enfermedades incurables y terminales. Es un recurso legal y humano para confortar a un enfermo en situación crítica, evitando que sea víctima del miedo, la angustia y la depresión; procura que el final de la existencia como consecuencia natural de la vida, sea menos traumático que el nacimiento mismo. De ninguna manera se intenta unificar el modo de morir, sino de un principio ético que permita que cada historia humana sea absolutamente única, personal, irrepetible, incluyendo su final. 

Cualquier acto y tratamiento que garantice el mayor respeto posible a un ser humano en proceso de extinción, hará honor a la práctica médica, a la voluntad jurídica, al valor moral del paciente y de sus familiares, y a la sociedad en general. La Ortotanasia, es la libertad y el derecho del ser humane a decidir en que circunstancias vivir con dignidad sus últimos momentos; es el respeto a la autonomía de  la voluntad para determinar el buen morir, y a diferencia de otros conceptos que atentan contra la vida, no es el hacer morir, sino el dejar morir de una manera serena y natural. 

Otro de los objetivos de la presente iniciativa de ley, es brindar tranquilidad al médico que está tratando al enfermo terminal, para que en base a las disposiciones previsoras que este expresó, el médico se encuentre legalmente facultado a respetar la voluntad del enfermo terminal cuando no pueda gobernarse por si mismo y que esto le evite riesgos de ser sujeto de responsabilidad civil o penal por percepciones diversas de los familiares. 

Por último, podríamos señalar que la decisión personal de morir dignamente siguiendo el curso natural de la vida y rechazando el ensañamiento terapéutico, es la actitud que las religiones en general aprueban y defienden. 

La Sagrada Congregaci6n para la Doctrina de la Fe, en su declaración de Mayo de 1980, expresa que "es licito en conciencia tomar la decisión de renunciar a tratamientos que producirían una prolongación precaria y penosa de la existencia, máxime cuando en ocasiones las técnicas aplicadas imponen al paciente sufrimientos mayores a los beneficios que puedan obtener ": con la aplicación de tales medios desproporcionados o extraordinarios, solo se consigue lo que la medicina francesa llama el encarnizamiento terapéutico que instrumentaliza al ser humano, cuya dignidad es preciso proteger en el momento de la muerte (Juan Pablo II a la Academia Pontificia de Ciencias. 23-VII- 1982). 

Mas recientemente, en la Encíclica Evangelium Vitae de Juan Pablo II, confirma la posición de la Iglesia Católica en apoyo a la Ortotanasia a través de "la decisión a renunciar a ciertas intervenciones medicas gravosas para el enfermo y su familia, por ser desproporcionadas a los resultados que se podrían esperar; cuando la muerte se prevé inminente e inevitablemente, se puede en conciencia renunciar a tratamientos excesivos sin interrumpir los cuidados al dolor del paciente". En este sentido, Juan Pablo Segundo llevó a la práctica lo plasmado en la Encíclica, al pedir que no se le prestara asistencia médica tendiente a prolongar su última enfermedad y que de esa manera le permitieran morir en paz….” 

TERCERO.-  El Derecho es un instrumento social, cultural y político que regula la conducta del hombre en sociedad.

En efecto, como ser social el hombre se encuentra sometido a la regulación del derecho desde antes de su nacimiento y aun después de su muerte.

Lo anterior es así, pues numerosas disposiciones del Código Civil en atención a la perpetuación de la especie busca las mejores condiciones posibles; así por ejemplo, la fracción IV del artículo 197 dispone que quienes pretenden contraer matrimonio deberán acompañar  los exámenes de laboratorio pertinentes donde se indique que los pretendientes no padecen sífilis, síndrome de inmunodeficiencia adquirida, tuberculosis, ni enfermedad alguna crónica e incurable, que sea además contagiosa y hereditaria; y, en la fracción X del artículo 262 se establece como impedimento para contraer matrimonio  el padecer cualesquiera de las enfermedades antes indicadas, así como  cualquiera otra enfermedad o conformación especial que sean contrarias a los fines del matrimonio, bien porque impidan las funciones relativas, o porque científicamente hagan prever algún perjuicio grave o degeneración para los descendientes de ese matrimonio, preceptos estos con una clara orientación eugenésica; pero aun más, en atención a la dignidad humana el ordenamiento en cita sustenta el principio bioético de preservar la especie humana, por lo que prohíbe la manipulación genética de embriones y la experimentación sobre los mismos considerando violatorio del derecho a la vida y de los derechos humanos la crio-conservación de embriones humanos. Se reconoce que la existencia de las personas comienza desde el momento de la concepción, ya sea dentro o fuera del seno materno, y  que por eso mismo la persona por nacer goza de los mismos derechos que el nacido.

La potestad jurídica sobre la persona se extiende más allá de su muerte mediante el derecho sucesorio y ciertas disposiciones del Código Penal que tipifican como delitos la profanación, inhumación clandestina y exhumación de cadáveres, sin fines educativos, pedagógicos o de investigación científica, lo cual pone de relieve que la persona humana, para el derecho, es objeto de una dignidad suma.

Establecido lo anterior, fácilmente se comprende que la Ley Protectora del Enfermo Terminal que ahora se estudia y dictamina, colma un vacío legislativo que se presentaba en Coahuila, de trascendencia en la existencia humana, como es la previsión de lo que habrá de hacerse ante el hecho inminente de nuestra muerte.

En este contexto, es oportuno destacar que para dar a conocer a la sociedad coahuilense la iniciativa que ahora se dictamina, se realizaron foros en las ciudades de Saltillo, Torreón, Monclava, Piedras Negras y Acuña, donde con la participación de médicos, abogados, religiosos, académicos, estudiantes, familiares de enfermos terminales y demás interesados en el tema, se recogieron opiniones valiosas, de las cuales se tomaron en cuenta la mayoría, mismas que ayudaron de forma significativa a fortalecer el articulado de la iniciativa.

Especial referencia merece hacerse, a la opinión favorable, vertida por el Doctor Raúl Garza Garza, sobre el instrumento legislativo que ahora nos ocupa, ya que dicho profesional de la medicina es considerado como la máxima autoridad en el País en el tema de bioética, siendo un referente nacional de consulta, su libro titulado “Bioética, la toma de decisiones en situaciones difíciles”, en el cual se aborda - entre otros temas - el relacionado con la Ortotanasia, concepto base en la elaboración de la iniciativa de ley que ahora se examina.        

Por otra parte, es de destacar que al igual que todo el orden jurídico del Estado, la Ley que ahora dictaminamos privilegia la naturaleza y la vida; y que por ello, de manera expresa y para que ninguna duda quede, bajo ninguna condición, regula o autoriza la práctica de la eutanasia, entendiendo por esta el acto a través del cual se acaba con la vida de una persona a petición suya o de un tercero cercano, con el fin de eliminar el sufrimiento.

Ante el panorama del dolor  y del sufrimiento del agónico, nuestra ley, como ya se asentó, no admite la eutanasia occisiva, es decir aquélla que se vale de medios o de medicamentos que acabando con los dolores del enfermo, acaban también con su vida, siendo esta la finalidad de tales medidas; por el contrario, ante la perspectiva de la muerte inminente, nuestra legislación se orienta por la eutanasia lenitiva, o sea aquella que sin restar duración a la vida del enfermo terminal, le suprime dolores o por lo menos los hacen tolerables evitándole sufrimientos innecesario; es pues la Ortotanasia, que así la llama nuestra ley, la defensa del derecho a morir dignamente, sin el empleo de medios desproporcionados y extraordinarios para el mantenimiento de la vida, dejando que la muerte llegue en enfermedades incurables y terminales, tratándolas con los máximos tratamientos paliativos – que dismiuyen el sufrimiento o lo hacen tolerable – de apoyo emocional y espiritual, para evitar sufrimientos, recurriendo a medidas razonables.

Pío XII, citado por Guillermo Uribe Cualla
, en discurso acerca de los problemas de la analgesia, pronunciado el 24 de febrero de 1957, en relación al uso de analgésicos en personas moribundas nos dice:

“El motivo de que, según el espíritu del Evangelio, el sufrimiento contribuya a expiar los pecados personales y a adquirir más méritos, interesa directamente al enfermo y no al médico, cuando aquel consiente en la analgesia o la pide expresamente. …” “Crecer en el amor de Dios y abandonarse a la voluntad divina no está en los sufrimientos mismos, sino en la intención voluntaria, sostenida por la gracia, cuya intención en muchos moribundos puede hacerse más viva precisamente si se les atenúan los sufrimientos. Por tanto, si como fuente de perfección el enfermo consciente en sufrir y rechaza la anestesia, debe ayudársele a seguir su propio camino, pero, en caso contrario, no sería oportuno sugerirle las  indicadas consideraciones ascéticas, puesto que también el dolor puede ocasionar nuevas faltas.”

En esta misma tesitura, el Catecismo de la Iglesia Católica,
 al abordar  el tema de la ortotanasia,  enfatiza el respeto a la dignidad humana, al establecer – 2276 – que aquellos cuya vida se encuentra disminuida o debilitada tienen derecho a un respeto especial y que las personas enfermas o disminuidas deben ser atendidas para que lleven una vida tan normal como sea posible. Más  delante, - 2278 –  y – 2279 -dice:

“La interrupción de tratamientos médicos onerosos, peligrosos extraordinarios  o desproporcionados a los resultados puede ser legítima. Interrumpir estos tratamientos es rechazar el  << encarnizamiento terapéutico >>. Con esto no se pretende provocar la muerte; se acepta no poder impedirla. Las decisiones deben ser tomadas por el paciente, si para ello tiene competencia y capacidad, o si no por los que tienen los derechos legales, respetando siempre la voluntad razonable y los intereses legítimos del paciente.”

“Aunque la muerte se considere inminente, los cuidados ordinarios debidos a una persona enferma no pueden ser legítimamente interrumpidos. El uso de analgésicos para aliviar los sufrimientos del moribundo, incluso con riesgo de abreviar sus días, puede ser moralmente conforme a la dignidad humana si la muerte no es pretendida, ni como fin ni como medio, sino solamente prevista y tolerada como inevitable. Los cuidados paliativos constituyen una forma privilegiada de la caridad desinteresada. Por esta razón deben ser alentados.”

De la exposición de motivos y del contenido mismo de la ley, se advierte que sus autores, conforman los matices jurídicos con los aspectos morales, éticos y religiosos  que el tema del trato a los enfermos terminales presenta, por lo que indudablemente la Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal y las adecuaciones al Código Civil y a la Ley del Notariado contribuyen al enriquecimiento del marco jurídico del Estado, por lo que estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Salud estiman que la Iniciativa deben ser aprobadas en sus términos. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, la siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la siguiente:
LEY PROTECTORA DE LA DIGNIDAD DEL ENFERMO TERMINAL, PARA EL ESTADO DE COAHUILA.

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- Respeto a la Dignidad Humana. Esta ley es de orden público e interés social, tiene por objeto regular el derecho de toda persona a otorgar el Documento de Disposiciones Previsoras como una garantía para decidir respecto al tratamiento médico que desea o no recibir en el supuesto de padecer una Enfermedad Terminal que lo ubique en un estado en el que ya no pueda expresarse ni gobernarse por sí, a efecto de que se le garantice el derecho a morir dignamente y se evite a su persona el obstinamiento o encarnizamiento terapéutico. 

ARTÍCULO 2.- Alcance. Esta ley privilegia a la naturaleza y a la vida, reconoce el derecho de toda persona a la Ortotanasia, en donde se aceptan tratamientos médicos y quirúrgicos ordinarios y proporcionados para enfrentar el padecimiento, es decir, la muerte a su tiempo; tiene por finalidad que la enfermedad incurable e irreversible siga su curso natural, paliando el dolor de forma mesurada, sin manipulaciones médicas innecesarias, evitando emprender o continuar acciones terapéuticas sin esperanzas, inútiles y obstinadas, garantizando así al enfermo la asistencia hasta el final con el respeto que merece la dignidad del hombre.

Por lo tanto, esta ley tiene la finalidad de evitar mediante disposiciones previsoras, el ensañamiento terapéutico con el enfermo en estado terminal, renunciando al empleo de tratamientos médicos y quirúrgicos extraordinarios y desproporcionados con los que se logra únicamente prolongar artificialmente la vida del paciente en situación precaria y penosa de existencia, sin posibilidades de curación.

ARTÍCULO 3.- Definiciones. Para efectos de la presente ley, se entenderá por:
I.- Acta: Instrumento fuera de Protocolo ante Notario Público, en donde el Autor formaliza el Documento de Disposiciones Previsoras;  

II.- Autor: La persona con capacidad de ejercicio, o bien, el emancipado capaz, que otorga en los términos de esta ley el Documento de Disposiciones Previsoras;

III.- Certificado Médico: La declaración escrita, de un médico titulado y con cedula profesional, en la que certifica en un momento determinado, el estado de salud de una persona;

IV.- Distanasia: El empleo de todos los medios posibles, para retrasar el advenimiento de la muerte, a pesar de que no haya esperanza alguna de curación;  

V.- Documento de Disposiciones Previsoras: El pronunciamiento escrito y previo por el cual una persona con capacidad de ejercicio, o bien, un emancipado capaz, da instrucciones respecto al tratamiento médico que desea o no recibir en el supuesto de padecer un accidente o una Enfermedad Terminal irreversible que lo ubique en un estado en el que ya no pueda expresarse y valerse por sí, con el propósito de que se le garantice su derecho a morir dignamente y se evite en su persona el encarnizamiento terapéutico. Este documento será válido, siempre y cuando las instrucciones a ejecutar se den conforme a la práctica aceptada en vigencia, como correcta, prudente y acertada, desde el punto de vista médico y de acuerdo a las normas establecidas por la Ley General de Salud, debiendo el Autor designar a un Representante para que haga valer su voluntad y decida en su nombre cuando él ya no lo pueda hacer;

VI.- Encarnizamiento terapéutico: La aplicación de tratamientos inútiles; o, si son útiles, desproporcionadamente molestos o caros para el resultado que se espera de ellos.

VII.- Enfermedad Terminal: Todo padecimiento o falla orgánica múltiple - producto de una enfermedad o accidente - reconocida, progresiva, irreversible, degenerativa e incurable que se encuentra en estado avanzado con imposibilidad real de respuesta a tratamiento específico, en el que existe certeza de muerte inminente; provocando en aquellas personas que la padecen, que por ningún mecanismo de la ciencia se puedan recobrar las capacidades físicas, orgánicas, intelectuales, cerebrales, efectivas o de relación;    

VIII.- Eutanasia: Acto a través del cual se acaba con la vida de una persona, a petición suya o de un tercero cercano, con el fin de eliminar su sufrimiento;

IX.- Medicina Paliativa: El estudio y manejo de pacientes con Enfermedad Terminal  cuyo objetivo es conseguir la mejor calidad de vida posible hasta su muerte, controlando el dolor y los demás síntomas, mediante la aplicación de fármacos; así como de las condiciones básicas de hidratación, higiene, oxigenación y nutrición,  apoyando emocionalmente al paciente y su familia con un objetivo final, el bienestar y la calidad de vida;

X.- Médico Responsable: El profesional que tiene a su cargo coordinar la información y la asistencia clínica del paciente en Enfermedad Terminal, con el carácter de interlocutor principal del mismo en todo lo referente a su atención e información durante el proceso asistencial, sin perjuicio de las obligaciones de otros profesionales que participan en las actuaciones asistenciales;

XI.- Ortotanasia: La defensa del derecho a morir dignamente, sin el empleo de medios desproporcionados y extraordinarios para el mantenimiento de la vida, dejando que la muerte llegue en enfermedades incurables y terminales, tratándolas con los máximos tratamientos paliativos - que disminuyen el sufrimiento o lo hacen tolerable - de apoyo emocional y espiritual, para evitar sufrimientos, recurriendo a medidas razonables. Se distingue de la Eutanasia, en que la Ortotanasia nunca pretende deliberadamente la muerte del paciente;

XII.- Paciente en Estado Terminal: La persona a la que le haya sido diagnosticada alguna Enfermedad Terminal cuyo tratamiento no puede ser curativo, sino solamente paliativo, y tenga la muerte como consecuencia inminente de la enfermedad;

XIII.- Registro: El Registro de Disposiciones Previsoras bajo el resguardo de la Secretaría de Salud en el Estado;

XIV.- Representante: El apoderado o mandatario designado por el Autor del Documento de Disposiciones Previsoras, responsable de hacer valer la voluntad del Autor descrita en el Documento, ante el Servicio Clínico;

XV.- Secretaría: La Secretaría de Salud del Estado de Coahuila; y

XVI.- Servicio Clínico: La unidad asistencial con organización propia, dotada de los recursos técnicos y del personal calificado para llevar a cabo actividades clínicas.

CAPÍTULO SEGUNDO
DE LA CAPACIDAD PARA OTORGAR LAS DISPOSICIONES
Y SU CONTENIDO

ARTÍCULO 4.- Capacidad. Toda persona con capacidad de ejercicio - es decir el mayor de edad en pleno uso de sus facultades psíquicas y mentales -  así como los emancipados capaces, tienen derecho a otorgar el Documento de Disposiciones Previsoras.

ARTÍCULO 5.- Casos Especiales. La persona que se encuentre enferma, tiene derecho a otorgar el Documento de Disposiciones Previsoras, siempre y cuando un médico certifique su lucidez al momento de otorgar las mismas, ante la presencia del Notario Público, quien podrá interrogar al Autor a fin de cerciorarse de su capacidad, en cuyo caso el Fedatario, de conformidad con lo dispuesto en la Ley del Notariado de Coahuila, deberá transcribir la certificación médica y las preguntas y respuestas que, en su caso, se hubieren efectuado, así como los datos generales y cédula profesional del médico.
Firmará el Acta, además del Notario Público, el médico que intervino para el reconocimiento, haciéndose constar expresamente que en la manifestación de la voluntad, el mayor de edad o menor emancipado gozó de perfecta lucidez de juicio.

Sin los anteriores requisitos, la manifestación será nula.

Si por alguna circunstancia el Notario no pudiera trasladarse al lugar donde se encuentre el enfermo, se podrá suscribir el Documento de Disposiciones Previsoras ante el personal de salud correspondiente y dos testigos, mismo que deberá ser notificado al Registro para los efectos a que haya lugar; siempre y cuando la decisión emitida por el Autor sea autónoma y no existan en ella rasgos emocionales o de depresión; lo anterior sin menoscabo de que posteriormente - y si las circunstancias clínicas del enfermo lo permiten - se formalice el Documento de Disposiciones Previsoras ante Notario Público.      

ARTÍCULO 6.- Cuestionamiento de la Capacidad. En el caso de que el personal del Servicio Clínico responsable de la asistencia médica del Autor, cuestione o ponga en duda la capacidad del Autor que otorgó la disposición previsora ante el Notario Público, pondrá los hechos al conocimiento del Ministerio Público para que proceda conforme a derecho.

ARTÍCULO 7.- Contenido de las Instrucciones. El Autor podrá dictar en el Documento de Disposiciones Previsoras las instrucciones que deberán puntualmente respetarse en el caso de que se ubique en una Enfermedad Terminal, pudiendo ser éstas, de manera enunciativa y no limitativa, las siguientes: 

I.- Que al Autor no se le apliquen medios extraordinarios, agresivos y desproporcionados surgidos de medidas diagnósticas heróicas, pruebas e investigaciones superfluas, cuando se encuentre en una Enfermedad Terminal e incurable y sólo prolonguen artificialmente su vida, donde el estado de inconciencia del Autor se juzgue irreversible o no exista ninguna expectativa razonable de recuperar la salud;

II.- Que se proteja su derecho a morir humanamente y con dignidad, debiendo ocuparse - el médico o el equipo sanitario - a aliviar los dolores físicos y morales del paciente, manteniendo en todo lo posible la calidad de vida que se agota y evitando emprender o continuar acciones terapéuticas o quirúrgicas sin esperanza, inútiles y obstinadas, evitando, en todo momento, el ensañamiento terapéutico; 

III.- Que se practiquen todos los cuidados de la Enfermedad Terminal, siempre que éstos vayan encaminados al beneficio del Autor, optándose por medios paliativos y no tratamientos quirúrgicos o terapéuticos con los que se logre únicamente prolongar artificialmente la vida del Autor en situación desproporcionada, precaria y penosa de existencia sin posibilidades de curación;
IV.- Que se le brinde al Autor asistencia humanística y espiritual y se le respete el derecho de estar debidamente informado de su padecimiento, así como el derecho de la elección del tratamiento y todo aquello que tiene que ver con la ética del tratamiento del dolor y el empleo de los medios terapéuticos proporcionados y ordinarios; 

V.- Que se vele y garantice la protección del Autor, su bienestar mental, físico y moral durante su Enfermedad Terminal;

VI.- Que se le practique al Autor cualquier cuidado requerido para su estado de salud, siempre que tal cuidado sea beneficioso, a pesar de la gravedad y la permanencia de alguno de sus efectos y sea recomendable a las circunstancias del otorgante y que los riesgos implicados no sean desproporcionados a la ventaja que se anticipa; y

VII.- Que se respete la Institución de Salud y el médico que eligió el Autor, para llevar su expediente y diagnosticar su estado de salud y su tratamiento correspondiente.

Las instrucciones y facultades que se consignen en el Documento de Disposiciones Previsoras serán válidas, siempre y cuando no contravengan la práctica aceptada en vigencia, como correcta, prudente y acertada, desde el punto de vista médico y de acuerdo a las normas establecidas por la Ley General de Salud, y que en ellas no se proponga o autorice la eutanasia. Las instrucciones emitidas deberán enmarcarse dentro del concepto de la Ortotanasia.

También se tendrán por no puestas las instrucciones relativas a las intervenciones médicas que el Autor desea recibir, cuando resulten contraindicadas para su patología; en tal sentido debe reconocerse el derecho de autonomía del equipo de salud. Las contraindicaciones deberán figurar anotadas y motivadas en la historia clínica del paciente.   

ARTÍCULO 8.- Del Representante. El Autor en el Documento de Disposiciones Previsoras, deberá designar a un Representante que tendrá la capacidad de ejercicio. Esta figura podrá recaer en cualquier persona, tenga o no algún vínculo de parentesco por consanguinidad, afinidad o civil, quien actuará en nombre del Autor con el médico o el equipo sanitario a efecto de asegurar la precisa aplicación o interpretación de las instrucciones consignadas en el Documento de Disposiciones Previsoras, así como también sobre los criterios médicos y los principios expresados.

Si el Autor nombra a varios Apoderados o Representantes, desempeñará la representación el primero de los nombrados, a quien substituirán los demás en el orden de su designación, en los casos de muerte, incapacidad, no aceptación o relevo del cargo. 

No será necesario que el o los Representantes designados acepten la representación en el mismo momento del otorgamiento del Documento de Disposiciones Previsoras, ya que se entenderá por aceptada al ejercer la misma.

En el caso de que el Autor solo haya nombrado un Representante y éste quisiera renunciar a su cargo, tendrá que hacerlo del conocimiento del Autor para que se encuentre en aptitud de designar nuevo Representante, si así lo desea. La forma de hacer del conocimiento del Autor la renuncia, podrá ser mediante escrito privado o en acta fuera de protocolo.

Cuando el Autor se encuentre incapacitado física o jurídicamente al momento de que el Representante presente su renuncia, éste inmediatamente deberá informar de dicha circunstancia a los familiares más cercanos del Autor, a fin de que éstos últimos garanticen la precisa aplicación o interpretación de las instrucciones consignadas en el Documento de Disposiciones Previsoras. Así mismo, el Representante dará aviso de su renuncia a la Secretaría, para los efectos correspondientes.

ARTÍCULO 9.- Incumplimiento del Representante. Cuando el Representante no cumpla con las obligaciones contraídas en el Documento de Disposiciones Previsoras, será sujeto a las responsabilidades establecidas en el Código Civil del Estado de Coahuila.   

CAPÍTULO TERCERO
FORMALIZACIÓN DE LAS DISPOSICIONES PREVISORAS 

ARTÍCULO 10.- Formalidad. El Documento de Disposiciones Previsoras debe formalizarse por el Autor, mediante el otorgamiento en Acta fuera de Protocolo ante Notario, sin que sea necesaria la intervención de testigos.

ARTÍCULO 11.- Guarda y Destino del Documento. El Notario que intervenga en el otorgamiento, modificación o revocación de un Documento de Disposiciones Previsoras, deberá expedirlo por quintuplicado, a fin de que en su archivo quede un tanto del mismo, y los otros cuatro sean entregados al Autor, al Representante y dos a la Dirección General de Notarias en el Estado, respectivamente.
En caso de que el Representante no se encuentre presente al momento de la expedición del Documento de Disposiciones Previsoras, el Notario le entregará al Autor una copia original del documento, a fin de que éste último se la haga llegar al Representante para que - en su momento - asegure su cabal cumplimiento.   

El Notario Público enviará dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de su intervención, dos copias originales del Documento de Disposiciones Previsoras a la Dirección General de Notarías del Estado de Coahuila, para su conocimiento y resguardo de una de ellas.

La Dirección General de Notarías del Estado de Coahuila, una vez que reciba las copias originales señaladas en el párrafo anterior, enviará una de ellas a la Secretaría, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha en que las recibió, a fin de que el Registro cuente con un tanto del Documento de Disposiciones Previsoras.

Una copia simple del Documento de Disposiciones Previsoras deberá entregarse a los Centros Sanitarios donde el Autor pretenda ser atendido, a efecto de incorporarla a su historia clínica. Esta obligación corre - en primera instancia -  a cargo del Autor y posteriormente de su Representante o sus familiares.

ARTÍCULO 12.- Firmeza de la Disposición. El Documento de Disposiciones Previsoras deberá respetarse y cumplirse en todo momento para garantizar la autonomía de la voluntad del Autor, aún en la eventualidad de los intereses contrarios o diferentes de sus parientes y los profesionales de la medicina que participen en su atención sanitaria.

ARTÍCULO 13.- Inicio de los Efectos del Documento. El Documento de Disposiciones Previsoras desplegará sus efectos jurídicos en el momento en que el Autor se ubique en un estado de Enfermedad Terminal y, en consecuencia, ya no pueda gobernarse por sí o se encuentre en un estado de vulnerabilidad que le impida tomar con plena conciencia decisiones sobre su enfermedad.

El médico o equipo sanitario que diagnostique una Enfermedad Terminal en un paciente, deberán asentar por escrito dicha circunstancia en el expediente clínico del Autor, informando de ello al Comité de Biomedicina o Bioética de la Institución de Salud, si es que esta constituido en el nosocomio.

El médico tratante, una vez justificada la razón ante la Junta de Biomedicina o Bioética, podrá ser sustituido amparándose en objeción de conciencia.  

ARTÍCULO 14.- Modificación y Revocación. El Autor tiene el derecho de modificar o revocar en cualquier momento el Documento de Disposiciones Previsoras. Cuando se trate de modificarlo, se debe de satisfacer el requisito de forma exigido para su otorgamiento. Para el caso de la revocación, no habrá necesidad de que se revista de la misma formalidad, ya que surtirá efectos si se realiza por escrito privado ratificado ante Notario o ante dos testigos.

El otorgamiento de un nuevo Documento de Disposiciones Previsoras revocará los anteriores, salvo que el nuevo tenga por objeto la mera modificación de extremos contenidos en el mismo, circunstancia que habrá de manifestarse expresamente. 

Si una persona ha otorgado un Documento de Disposiciones Previsoras y posteriormente emite un consentimiento informado eficaz que contraría, exceptúa o matiza las instrucciones contenidas en aquél, para la situación presente o el tratamiento en curso, prevalecerá lo manifestado mediante el consentimiento informado para ese proceso clínico, aunque a lo largo del mismo quede en situación de no poder expresar su voluntad. 

ARTÍCULO 15.- Casos de Discapacidad. Cuando el Autor del Documento de Disposiciones Previsoras sea sordo, ciego, no sepa o no pueda firmar, se observará lo siguiente: 

I.- Cuando el otorgante sea sordo, pero sepa leer, deberá dar lectura al contenido del documento; si no supiere o no pudiere hacerlo, se designará a un intérprete autorizado o que forme parte de la lista de auxiliares de la administración de justicia del Poder Judicial del Estado, para que lo lea por él y le dé a conocer su contenido a efecto de que se imponga del texto del documento y de sus consecuencias legales. 

El intérprete firmará el Acta y se hará constar esta circunstancia;

II.- Cuando el otorgante sea ciego o no pueda o no sepa leer, se dará lectura al contenido del documento dos veces, una por el Notario y otra por la persona que necesariamente deberá designar el otorgante y que también firmará el Acta; y,

III.- Cuando el otorgante no pueda o no sepa firmar, imprimirá su huella digital y, además, firmará por él la persona que para el caso designe. La huella digital que deberá imprimirse será la del dedo índice de cualquiera de sus manos.

CAPÍTULO CUARTO

DEL REGISTRO DE LAS DISPOSICIONES PREVISORAS

ARTÍCULO 16.- Del Registro. El Registro de Documentos de Disposiciones Previsoras estará a cargo de la Secretaría, la cual tendrá la custodia, conservación y accesibilidad de una de las copias originales de las Disposiciones Previsoras que se otorguen, modifiquen o revoquen.

ARTÍCULO 17.- Reglamentación. Reglamentariamente se determinará la organización y funcionamiento del Registro, asegurando en todo caso la confidencialidad y el respeto de los datos personales a que obliga la Ley de Acceso a la Información Pública en el Estado de Coahuila, con el propósito de dotar de certidumbre a las Disposiciones Previsoras, facilitando su acceso a los Centros de Salud. El registro no será público y no tendrá efectos constitutivos.

ARTÍCULO 18.- Consulta. Cuando se preste atención clínica a una persona que se ubique en Enfermedad Terminal, los profesionales sanitarios responsables consultarán si existe o no en el expediente del paciente o en el Registro, constancia del otorgamiento de Disposiciones Previsoras y, en caso positivo, obtendrán constancia de ella sin costo alguno y actuarán conforme a lo previsto en ella. 
Sin menoscabo de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Representante estará obligado a enterar y hacer valer los términos expresados en el Documento de Disposiciones Previsoras, ante el Servicio Clínico donde se atienda al Autor. 

CAPÍTULO QUINTO

INCUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES PREVISORAS

ARTÍCULO 19.- Respeto a la Autonomía de la Voluntad. El médico y la institución de salud que atienda al paciente en Estado Terminal, cumplirán cabalmente la voluntad expresada por el Autor conforme al Documento de Disposiciones Previsoras, el cual deberá estar otorgado conforme a las disposiciones de esta ley.

ARTÍCULO 20.- Consecuencias. El incumplimiento de las disposiciones de esta ley por parte de los médicos o instituciones de servicios de salud a cargo del cuidado del Autor, los hace responsables de indemnizar daños y perjuicios a las personas que afecten con su conducta, independientemente de las demás sanciones que impongan otras leyes.

El médico o institución de servicio de salud que cumpla con esta ley, quedan eximidos de cualquier consecuencia derivada de la observancia de las disposiciones previsoras.

ARTÍCULO 21.- Casos de excepción. En caso de que el Autor sea una mujer embarazada y, bajo ese estado sufriera de una Enfermedad Terminal, las disposiciones contenidas en el Documento de Disposiciones Previsoras serán aplicables considerando en suprema importancia la preservación de la vida del ser en gestación.

ARTÍCULO 22.- Límites de la ley. La presente ley bajo ninguna condición, regula o autoriza la práctica de la eutanasia.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona el artículo 354 Bis al Código Penal para el Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

Artículo 354 Bis.- En los casos a que se refieren los artículos anteriores, la conducta no será punible cuando ocurra y haya sido realizada en términos de lo dispuesto por la Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, para el Estado de Coahuila.

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforma el artículo 42 del Código Civil para el Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 42. El emancipado tiene capacidad de ejercicio para la libre administración de su patrimonio, disposición de sus bienes muebles y para otorgar el documento que contenga las disposiciones previsoras a que hace referencia la Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, para el Estado de Coahuila.

ARTÍCULO CUARTO.- Se reforma el segundo párrafo y adiciona un tercer párrafo al artículo 60, y se reforma el inciso c), recorriéndose el inciso d) para ser ahora el inciso e) del artículo 62 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, adicionadose un inciso d) a éste último artículo de la misma ley, para quedar como sigue:

ARTICULO 60.- ……

De cada acta notarial, el Notario enviará copia o duplicado a la Dirección de Notarías, dentro de los 10 días hábiles siguientes.

El Notario Público que intervenga en el otorgamiento de un documento que contenga las Disposiciones Previsoras a que hace referencia la Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, para el Estado de Coahuila; deberá expedir por quintuplicado dicho documento, a fin de que en su archivo quede un tanto del mismo, y los otros cuatro sean entregados: al otorgante o Autor, al Representante, a la Dirección General de Notarias en el Estado y a la Secretaría de Salud en el Estado, respectivamente.

ARTICULO 62.- ……

a) a b).- ……

c).- Hechos materiales, cotejo de documentos y certificaciones de escrituras, planos y fotografías, etcétera; 

d).- El documento que contenga las disposiciones previsoras a que hace referencia la Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, para el Estado de Coahuila; y   

e).- Cualesquiera otros que la ley determine;
T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Para facilitar la consulta de los artículos de la Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, para el Estado de Coahuila, se colocó al inicio de cada uno de ellos una breve apostilla o epígrafe para identificar su contenido, por lo que si en algún supuesto llegara a plantearse contradicción entre el rubro y el contenido o alcance de una disposición, prevalecerá ésta sobre aquél.

TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto.

CUARTO.- En un plazo de 180 días contados a partir de la entrada en vigor de la Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, para el Estado de Coahuila, la Secretaría de Salud del Estado de Coahuila, deberá expedir el reglamento y demás disposiciones en relación al funcionamiento y manejo del Registro de Disposiciones Previsoras.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Salud, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado Francisco Javier Z’ Cruz ( Coordinador ), Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, Diputado José Luís Alcalá de la Peña, diputado Jorge Arturo Rosales Saade, Diputado Alfredo Garza Castillo; Saltillo, Coahuila, a 23 de Junio de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para modificar la fracción II  y hacer una adición al último párrafo del artículos 25 de la Ley de Profesiones Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Diputado Alfredo Garza Castillo, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 15 de marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa para modificar la fracción II  y hacer una adición al último párrafo del artículos 25 de la Ley de Profesiones Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Diputado Alfredo Garza Castillo, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracción I, 100 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa para modificar la fracción II  y hacer una adición al último párrafo del artículos 25 de la Ley de Profesiones Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Diputado Alfredo Garza Castillo, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ Hoy en día se observan en todo el mundo avances tecnológicos  a pasos agigantados  en muchas áreas que tiempo atrás  ni se pensaba  pudieran  presentarse, la mayoría de ellos de incalculable beneficio para la humanidad, estos  avances día con día crecen y traen consigo la necesidad de crecer con ellos  para lograr amplios beneficios.

Para todo empresario, intelectual o profesionista es crucial el llegar a formar una empresa o conseguir un título profesional, con el objeto de convertirse en un destacado profesionista; pero es igual o más importante el conseguir y mantenerse en niveles de excelencia académica y profesional para no decaer y perder lo que con mucho sacrificio se consigue, sin menosprecio de la actividad  o área de que se hable, he (sic ) insisto en que la continua preparación y superación  es vital; como simple  ejemplo quiero destacar en una percepción muy personal  una  profesión a la que las  novedades y mejoras de la tecnología a alcanzado, esta es  la médica;  área con una enorme y doble responsabilidad, el cuidar una vida humana y el brindar seguridad, calidad y calidez  a  las personas con problemas de salud. Conducta que es indispensable en la práctica de esta actividad, pero para ello es necesario buscar una continua preparación. Actualmente  es muy común el hablar  de certificación, concepto que bien aplicado mejora en todos los sentidos y en todos los aspectos  la calidad de vida del profesionista y de sus clientes, o pacientes en el caso que nos interesa, es decir, la medicina. 

Hablando  específicamente  de los profesionistas,  de las dificultades, de los  tropiezos, obstáculos y sufrimientos que pasan para obtener un ansiado título, no sólo ellos, sino  la familia entera  que participa en la mayoría de las ocasiones directamente en este logro. Después de ello tienen otra dificultad: el ejercer los conocimientos obtenidos, situación que se complica si sumamos a esto los continuos cambios, mejoras y avances, pues corren el riesgo de quedar obsoletos los conocimientos que se han logrado con sacrificio. 

Compañeros diputados es importante motivar a todos los que han tenido esa gran oportunidad y han llegado a concluir sus estudios profesionales y más aún a los que ya han logrado ejercer  esa profesión elegida. 

Hemos  detectado que muchos profesionistas de diferentes áreas buscan agruparse  para aprovechar oportunidades de superación  continua  aminorando  gastos y costos que tienden a incrementar esa ya amplia lista de requisitos  indispensables para subsistir y mantenerse actualizado y activo.

Nuestra Carta Magna  en su artículo  5to. Menciona que:

A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo  lícito….

La ley determina en cada Estado cuales son las profesiones que necesitan titulo para su ejercicio, las condiciones que deban  llenarse para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo.   

Así mismo, el artículo 9º de  nuestra Constitución Federal, establece el derecho de asociación, como una garantía de los mexicanos:

“Artículo 9o. No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito; pero solamente los ciudadanos de la República podrán hacerlo para tomar parte en los asuntos políticos del país. Ninguna reunión armada, tiene derecho de deliberar.”

Este precepto es punto de referencia en diversas leyes de profesiones de algunas entidades federativas, que se refieren al mismo, cuando establecen los requisitos para formar asociaciones o colegios de profesionistas.

Concordante con estas disposiciones supremas, la Constitución Política de Coahuila, dispone en su artículo 175, lo siguiente:

Artículo 175. La Ley determinará las profesiones que necesitan título para que sean ejercitadas en el Estado, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las Autoridades que deban expedirlo; asimismo, regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los colegios de profesionales cuya estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Y habiendo aprovechado este derecho que la Constitución de la República nos brinda, ahora hay que  analizar y solventar los lineamientos que a nivel Estatal se nos marca  dentro de La Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila, misma que en  el Capitulo V del Fomento de la Calidad en el Ejercicio de las Profesiones  Articulo 22, Artículo 23   y en    Capítulo VI de los Colegios de Profesionistas, Artículos 24 y 25, establece que:

Articulo 22.- Fomentar la calidad del ejercicio de las profesiones, es tarea y obligación de las autoridades educativas, las instituciones educativas que gocen de autonomía y de las de sostenimiento privado, de los profesionistas y sus colegios.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, será prioritario:

I.-Promover una adecuada distribución de los profesionistas en la entidad, que responda a las necesidades de las  regiones y que posibilite el desarrollo y bienestar de los coahuilenses.

II.-Incrementar le eficacia y eficiencia  en la prestación de los servicios de los profesionistas, así como crear mecanismos para que la sociedad participe en su vigilancia.

III.- Fomentar la creación de instancias de formación permanente para los profesionistas y

IV.-Diseñar Procesos de certificación a los que se sometan voluntariamente los profesionistas y las instituciones educativas.

Artículo 23.- La certificación voluntaria es el proceso de evaluación de conocimientos, habilidades y aptitudes a las cuales se podrán sujetar los profesionistas en la rama, especialidad o grado académico que ejerzan. Por lo que respecta a las instituciones educativas, la evaluación se realizara a sus procesos academicota  ( sic ) y administrativos.

El consejo para el fomento y vigilancia de las profesiones, en coordinación con los colegios de profesionistas, organizara y operara en forma periódica, los procesos de certificación voluntaria: convocara ( sic ) a participar en ellos y expedirá las constancias a quienes acrediten el proceso de evaluación.

La evaluación o certificación podrá confiarse a entidades privadas o públicas, distintas a las que se refiere este artículo. El consejo cuidara el profesionalismo e imparcialidad con que se actúen.

En la organización de los procesos de certificación, se garantizará la confidencialidad, aplicación responsable y veracidad de los resultados. En ningún caso, los procesos de evaluación y certificación podrán realizarse por la misma entidad.

Artículo 24.- Los profesionistas podrán formar colegios para la defensa de sus intereses, el fomento responsable del ejercicio profesional, su actualización y superación permanente y el beneficio de la comunidad.

En su estructura, los colegios tendrán la posibilidad de contar con grupos que con junten especialistas y secciones en municipios o regiones distintos a los de su domicilio.

Artículo 25.- En el Estado de Coahuila de Zaragoza las agrupaciones de profesionistas funcionaran como colegios, cuando cumplan  los siguientes requisitos:

I.- Constituirse en asociación civil con los fines a que se refiere el artículo anterior y conforme a las disposiciones del Código Civil en el Estado.

II.- Contar con un mínimo de cincuenta profesionistas legalmente acreditados.

III.- Obtener registro de la Secretaría de Educación Publica, a quien deberá presentar la solicitud y acompañarla de:

a).- Constancia que acredite haber satisfecho el requisito a que se refiere la fracción I de este articulo.

b).-Documentos que amparen el carácter de profesionista de sus miembros y la aceptación de ellos a formar parte de la agrupación: y 

c).- Directorio de sus integrantes, en el que se incluyan los nombres domicilio y nacionalidad

Cuando en una determinada rama profesional no exista en el estado el número de profesionistas a que se refiere la fracción II de este artículo, el Consejo para el Fomento y Vigilancia de profesiones. Podrá señalar discrecionalmente el mínimo de integrantes que se requiere para la constitución de un colegio.

Como hemos podio ( sic ) apreciar, para bien de todos se otorga  una  gran responsabilidad a los profesionistas en Coahuila, y por lo que hemos investigado, es igual en la mayoría de los Estados. El  buscar maneras de continuar con su preparación o superación es un deber y un derecho de los profesionistas de cada área; el agruparse para buscar y lograr este objetivo es una de esas formas.  

Basado en lo antes mencionado, debemos decir que hemos recibido comentarios de varias agrupaciones de diferentes áreas profesionales que buscan constituirse en forma legal, nos refieren ellos lo difícil que es lograr en algunos municipios, y en ciertas profesiones el número mínimo de miembros; situación que por años los ha mantenido justamente así, sin poder conformar un colegio de profesionales en sus respectivas regiones o localidades.

Revisando la legislación en materia de profesiones de otros estados, encontramos lo siguiente:

LEY PARA EL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES Y ACTIVIDADES TECNICAS EN EL ESTADO DE NAYARIT: 

ARTÍCULO 34.- Para constituirse y obtener su registro, las Asociaciones de Profesionales o Técnicos, deberán reunir los siguientes requisitos:

I.- Tener registrados como mínimo 30 profesionales o técnicos de una misma rama que cumplan con los estatutos respectivos y con los requisitos de esta Ley.
LEY  PARA  EL  EJERCICIO  DE  LAS  PROFESIONES  EN  EL  ESTADO  DE  SAN  LUIS POTOSI:

ARTICULO  32. Para  obtener  el  registro  respectivo  ante  la  Dirección  Estatal  de Profesiones, los   colegios  de  profesionistas, deberán  reunir  los  siguientes  requisitos: 

I. Contar  los  solicitantes  con  por  lo  menos  treinta  miembros  que  cuenten  con  sus  respectivos   títulos  y  cédulas  profesionales, y  que  pertenezcan  exclusivamente  a  dicho colegio. No  se   considerarán  los  nombres  de  profesionistas  que  figuren  como  asociados activos  en  otro  colegio  ya   registrado, a  menos  que  se  demuestre  que  han  dejado  de pertenecer  al  mismo.  Se  exceptúa  de  la  limitación  anterior  a  los  profesionistas  que  pertenezcan  a  un  colegio  de  su  rama   profesional  general  y  a  uno  de  especialidad  de  la misma  profesión.  En  el  caso  de  registro  de  colegios  de  especialidad  profesional, los  mismos deberán  contar  para   efectos  de  su  registro  con  un  mínimo  de  veinte  integrantes, y  

LEY DE EJERCICIO DE LAS PROFESIONES PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA:

ARTICULO 34.- Las asociaciones de profesionistas para obtener su registro ante el Departamento, deberán cumplir con lo siguiente:

I.- Estar constituida como Asociación Civil, en los términos del Código Civil para el Estado de Baja California;

II.- Solicitud por escrito dirigida al Departamento;

III.- Contar con un mínimo de 30 asociados debidamente registrados como profesionistas ante el Departamento;….

…Tratándose de profesiones en los cuales por su novedad o especialización no se puedan reunir 30 profesionistas, el Departamento previa evaluación podrá otorgar el registro correspondiente.

Y  podemos analizar otras entidades federativas que establecen en sus leyes de profesiones menos cantidad de asociados aún que las ya mencionadas,  cifras plasmadas en sus leyes del rubro, tales como:

LEY DE PROFESIONES DE TLAXCALA:

Artículo 30, Fracción I:

25 Asociados mínimo

LEY REGLAMENTARIA DEL EJERCICIO PROFESIONAL PARA EL ESTADO DE MICHOACAN:

Artículo 39, 15 socios como mínimo.

Ley de Profesiones para el Estado de Chihuahua:

ARTÍCULO 72.- Los colegios de profesionistas se constituirán exclusivamente ante la Oficina Estatal de Profesiones, previo cumplimiento de los requisitos previstos por esta ley.

Para constituir un colegio profesional se deberá:

I.- Cumplir los requisitos previstos en el Código Civil en materia de asociaciones.

II.- Acreditar una membresía mínima:

b).- De veinte asociados, tratándose de cualquier profesión en los demás municipios del Estado, salvo que a juicio de la Oficina Estatal de Profesiones sea conveniente su constitución con un número menor, que nunca será inferior a doce asociados.

c).- En aquellas profesiones en las que en toda la Entidad no existiere el número de profesionistas requerido en el inciso b), se constituirá con el número existente un solo colegio de nivel estatal.

d).- Si en un municipio no existiere el mínimo para constituir un colegio, los profesionistas podrán afiliarse a un colegio de cualquier otro municipio a su elección.

El problema  en el número de miembros mínimos para integrar un Colegio de Profesionistas no es que existan en el Estado o no... El problema se presenta a la hora de quererse asociar en municipios pequeños o muy pequeños con más necesidades y menos existencia de profesionistas de determinadas áreas; y reconociendo que si es difícil lograr agruparlos a nivel municipal es más difícil buscar una amplia agrupación estatal. No decimos que sea imposible. Pero implica más gastos  en muchos rubros como transportación, gastos por diversos conceptos, pérdida de tiempo  y muchos otros factores que reducen esta posibilidad.”

TERCERO.-  La colegiación profesional no sólo tiene por finalidad la defensa gremial de los intereses de quienes se encuentran asociados, el fomento responsable del ejercicio profesional, su actualización y superación permanente, como lo previene el artículo 24 de la Ley de Profesiones Para el Estado, sino que además, se presenta como un medio  de control del ejercicio profesional en el que la ética juega un papel decisivo, todo ello en beneficio de la comunidad.

Con el fin de no atomizar los colegios de profesionistas, la vigente Ley de Profesiones en el Estado, establece como uno de los requisitos para constituir un colegio, la existencia mínima de cincuenta profesionistas; con la posibilidad de que cuando en una determinada profesión no exista ese número, el Consejo para el Fomento y Vigilancia de las Profesiones puede señalar discrecionalmente el mínimo de los integrantes para constituir un colegio.

Establecido lo anterior, los autores de la iniciativa reconocen, con razón, que en nuestro Estado existen municipios, denominados metropolitanos, que agrupan el mayor número de profesionistas y que hay además otros que por su desarrollo económico y social cuentan también con un importante número; sin embargo, también existen municipios con un número mínimo de ellos que haría nugatorio su derecho para asociarse y es esta realidad la que constituye el meollo de la iniciativa que ahora se estudia y dictamina.

Así las cosas, si bien los autores de la Iniciativa proponen reducir a la mitad el mínimo de profesionistas que exige actualmente la ley para constituir un colegio; sin embargo, esta Comisión de Gobernación  y Puntos Constitucionales, tomando en cuenta las diversas leyes en que se apoyan,  y que éstas, así como las de otras entidades federativas entre las cuales podemos mencionar Oaxaca y Veracruz, establecen como mínimo treinta profesionistas,  considera que dicha cantidad  constituye un mínimo prudente, ya que por el contrario, otras entidades requieren un mínimo de cien profesionistas; mínimo propuesto que además puede ser atenuado en los términos del párrafo último del artículo 25. 
Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, se estima prudente que esta Soberanía, con la sugerencia propuesta,  apruebe la  Iniciativa para modificar la fracción II  y hacer una adición al último párrafo del artículos 25 de la Ley de Profesiones Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, hecha por el C. Diputado Alfredo Garza Castillo, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional, para quedar como sigue:

ARTÍCULO ÚNICO: Se  modificación  de la Fracción y se hace una adición al último Párrafo del Artículo  25 de la Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila,  quedando como sigue.

Artículo 25.- En el Estado de Coahuila de Zaragoza las agrupaciones de profesionistas funcionaran como colegios cuando cumplan los siguientes requisitos:

I.-----

II.- Contar con un mínimo de treinta profesionistas legalmente acreditados. 

III.---

Cuando en una determinada rama profesional no exista en el Estado o Municipio involucrado en la creación de un colegio el número de profesionistas a que se refiere la Fracción II de este artículo, El Consejo para el Fomento y Vigilancia de las Profesiones podrá señalar discrecionalmente el mínimo de integrantes que se requiere para la constitución de un colegio, número que en ningún  momento deberá ser menor de 5 miembros. 

TRANSITORIOS

PRIMERO.-El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente decreto

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila,  23 de junio de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se autoriza al Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, a contratar un crédito hasta  por la cantidad de $ 5’000,000.00, (CINCO MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), siempre y cuando la tasa no exceda de TIIE + 0.30%, para cubrir expectativas de pago y contratándose el crédito a un plazo de diez años, con el fin de destinarse para financiar terreno y obras de infraestructura relacionadas con la Planta Tratadora de Aguas Residuales del municipio de Parras, Coahuila.
RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 6 de mayo de 2008, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, mediante la cual se autoriza al Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, a contratar un crédito hasta  por la cantidad de $ 5’000,000.00, (CINCO MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), siempre y cuando la tasa no exceda de TIIE + 0.30%, para cubrir expectativas de pago y contratándose el crédito a un plazo de diez años, con el fin de destinarse para financiar terreno y obras de infraestructura relacionadas con la Planta Tratadora de Aguas Residuales del municipio de Parras, Coahuila.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Compromiso prioritario de las Administraciones públicas estatal y municipales, es proporcionar a la ciudadanía coahuilense obras e infraestructura a través de las cuales se sienten las bases para mejorar su calidad de vida, así como responder y hacer frente a las exigencias que implica el constante progreso dentro del ámbito municipal.

SEGUNDO. Así, corresponde a los municipios atender, en los términos previstos por los artículos 115, fracción III de la Constitución General de la República, 158-U, fracciones III y IV de la Constitución Local y 102, fracciones III y IV del Código Municipal para el Estado de Coahuila, en lo referente a obra pública, infraestructura, equipamiento y dotación a la población de servicios públicos, incluyendo agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus agua residuales.

TERCERO. En ese contexto, en el Municipio de Parras, Coahuila, se pretende llevar a cabo las obras de construcción, instalación y puesta en marcha de la Planta Tratadora de Aguas Residuales, de esa ciudad, aunado a la compra del inmueble donde habrá de operar dicha planta, lo que se traducirá en un evidente desarrollo social y económico para el municipio y que cuente con elementos suficientes para alcanzar las metas y objetivos  en cuanto a atender las necesidades de la población de Parras, Coahuila, se refiere.

CUARTO. En sesiones celebradas los días 23 y 24 de Agosto de 2007, el Cabildo del Ayuntamiento de Parras, Coahuila y el Consejo Directivo del Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de ese municipio, acordaron aprobar la contratación de un crédito por la cantidad que corresponda a la capacidad de endeudamiento de dicho Sistema. Para tal propósito y en los términos de las disposiciones aplicables, el citado Ayuntamiento gestionó ante la Comisión Técnica de Financiamiento, prevista en la Ley de Deuda Pública del Estado, la opinión que, conforme a los lineamientos señalados en ese ordenamiento, le corresponde emitir.

QUINTO. Esa Comisión emitió,  con fecha 13 de Marzo de 2008, opinión favorable para que el Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, celebre un contrato para la contratación de un crédito hasta por la cantidad de $5’000,000.00 (CINCO MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes con la Institución Financiera que ofrezca las mejores condiciones, siempre y cuando la tasa no exceda de TIIE + 0.30%, para cubrir expectativas de pago y contratándose el crédito a un plazo de diez años, con el objeto de la construcción de una Planta Tratadora de Aguas Residuales, con la participación del Gobierno del Estado en su carácter de aval y/o deudor solidario, otorgando como garantía las participaciones federales de dicho municipio y del Estado.

SEXTO. Por lo anterior y dada la importancia y trascendencia de que el Municipio de Parras, Coahuila, se encuentre en posibilidad de contar con los recursos financieros suficientes para llevar a cabo los proyectos de infraestructura que se contemplan, el Ejecutivo a mi cargo estima plenamente justificado que el Gobierno Estatal se constituya en aval y/o deudor solidario de ese Ayuntamiento y afecte, en su caso, con tal objeto, las participaciones federales presentes y futuras que le correspondan, respecto de las obligaciones derivadas del pago del crédito referido.

SÉPTIMO. Además, para que el Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, pueda celebrar ese contrato de crédito, así como para afectar los ingresos del Ayuntamiento de Parras, Coahuila, en garantía del cumplimiento de las obligaciones que del mismo se deriven y para que el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del mismo, es necesaria la autorización de esa H. Legislatura Estatal, por lo que, a solicitud del citado Ayuntamiento, me permito someter para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación de ese honorable congreso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Organismo Público Descentralizado de la Administración Pública Municipal denominado Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, para que contrate con la institución financiera que le ofrezca las mejores condiciones crediticias al propio organismo municipal, un crédito hasta por la cantidad de $5’000,000.00 (CINCO MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, siempre y cuando la tasa no exceda de TIIE + 0.30%, para cubrir expectativas de pago y contratándose el crédito a un plazo de diez años.

ARTÍCULO SEGUNDO. El monto del crédito que se contrate con base en la presente autorización, deberá destinarse para financiar terreno y obras de infraestructura relacionadas con la Planta Tratadora de Aguas Residuales del municipio de Parras, Coahuila.
ARTÍCULO TERCERO. Se autoriza al Ayuntamiento de Parras, Coahuila, para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones a cargo del Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, derivadas de la contratación del crédito que se autoriza en el presente decreto, afecte a favor de la institución de crédito correspondiente, las participaciones presentes o futuras que le correspondan de acuerdo a lo establecido por la fracción IV, inciso b), del Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin perjuicio de afectaciones anteriores.

Esta garantía y fuente de pago deberá inscribirse, para los efectos que correspondan, en el Registro de Obligaciones y Empréstitos que, conforme al Reglamento del Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal, lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Único de Deuda Pública a cargo de la Secretaría de Finanzas del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. Se autoriza al Presidente Municipal de Parras, Coahuila, al Síndico, al Secretario, al Tesorero de ese ayuntamiento, así como al Gerente, al Secretario del Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila y demás funcionarios facultados para ello, para que concurran a la suscripción del contrato de crédito señalado en este decreto y pacten las condiciones que estimen más convenientes para dicho organismo.

ARTÍCULO QUINTO. Se autoriza al Gobierno del Estado de Coahuila para que se constituya como aval y/o deudor solidario del Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, en la contratación del crédito a que se refiere el Artículo Primero de este Decreto.

En virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior, se autoriza al Ejecutivo del Estado para que concurra, por conducto de la Secretaría de Finanzas, a la suscripción del contrato de crédito que celebre el Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, con la institución crediticia que corresponda y pacte las condiciones que estime más convenientes para el Municipio y para el Estado respectivamente.

ARTÍCULO SEXTO. Se autoriza, así mismo, al Ejecutivo del Estado para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones que contraiga el Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, derivadas del crédito a que se refiere el Artículo Primero de este decreto, afecte a favor de la institución de crédito que ofrezca las mejores condiciones al municipio, las participaciones presentes o futuras que en ingresos federales le correspondan al Estado. Esta garantía deberá inscribirse en el Registro de las Obligaciones y Empréstitos que conforme al Reglamento del Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como el Registro Estatal en que deba constar la afectación.

ARTÍCULO SEPTIMO. De conformidad con lo establecido por el Artículo 20 de la Ley de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, el Municipio de Parras, Coahuila, deberá asegurarse de que las obras públicas a financiar con los recursos que se deriven del crédito que se autoriza contratar en este decreto, sean factibles técnicamente, a efecto de que recaude los ingresos municipales suficientes para amortizar el crédito contratado, de modo que no se pongan en riesgo las participaciones federales que correspondan al Estado, ni las operaciones normales del municipio y del referido sistema.

ARTÍCULO OCTAVO. En caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo del Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila y del Municipio de Parras, Coahuila, se autoriza al Gobierno del Estado para que, a través de la Secretaría de Finanzas, lleve a cabo los descuentos que correspondan a los ingresos destinados a dicho municipio conforme a las partidas presupuestales respectivas, con el propósito de que sean cubiertas sus obligaciones.

ARTÍCULO NOVENO. El Ayuntamiento de Parras, Coahuila, deberá garantizar suficientemente al Gobierno del Estado el cumplimiento de las obligaciones contraídas a cargo del Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Parras, Coahuila, a fin de cubrir el riesgo avalado, así como las condiciones a que se refiere el artículo 27 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila.

T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 23 de junio  de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie de 864.00 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Hacienda La Laja” de esa ciudad a favor de la Iglesia Anglicana de México A.R.,para la construcción de un Templo y un Salón de Usos Múltiples, en ese municipio, el cual fue desincorporado con Decreto número 505 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 25 de abril de 2008.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 17 de junio de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se declare la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie de 864.00 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Hacienda La Laja” de esa ciudad a favor de la Iglesia Anglicana de México A.R.,para la construcción de un Templo y un Salón de Usos Múltiples, en ese municipio, el cual fue desincorporado con Decreto número 505 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 25 de abril de 2008.

SEGUNDO. Que por acuerdo por el Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía certificación de acta de la sesión de cabildo de fecha 24 de mayo de 2008, en la que se contiene la autorización por unanimidad, para enajenar a título gratuito un predio con una superficie de 864.00 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Hacienda La Laja” de esa ciudad a favor de la Iglesia Anglicana de México A.R.,para la construcción de un Templo y un Salón de Usos Múltiples, en ese municipio, el cual fue desincorporado con Decreto número 505 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 25 de abril de 2008.

Terreno con una superficie de 864.00 m2, con las siguientes medidas y colindancias; 32.00 metros lineales y colina con calle Escobedo y 27.00 metros lineales y colinda con calle Oliverio de Hoyos del Fraccionamiento Hacienda La Laja, quedando el resto del área municipal para áreas deportivas, juegos infantiles y equipamiento urbano.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la Ciudad de Piedras Negras, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, bajo la Partida 13991, Libro 140, Sección I, de fecha 19 de de octubre de 2005, el cual ampara una superficie total de: 61,776.00 m2, de los cuales solo 864.00 m2, serán donados a la Iglesia Anglicana de México, A.R.

TERCERO. El objeto es la construcción de un templo y un salón de usos múltiples.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila para enajenar a título gratuito, un predio con una superficie de 864.00 m2, ubicado en el Fraccionamiento “Hacienda La Laja” de esa ciudad a favor de la Iglesia Anglicana de México A.R., para la construcción de un Templo y un Salón de Usos Múltiples, en ese municipio, el cual fue desincorporado con Decreto número 505 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 25 de abril de 2008.

Terreno con una superficie de 864.00 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias; 32.00 metros lineales y colina con calle Escobedo y 27.00 metros lineales y colinda con calle Oliverio de Hoyos del Fraccionamiento Hacienda La Laja, quedando el resto del área municipal para áreas deportivas, juegos infantiles y equipamiento urbano.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la Ciudad de Piedras Negras, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, bajo la Partida 13991, Libro 140, Sección I, de fecha 19 de de octubre de 2005, el cual ampara una superficie total de: 61,776.00 m2, de los cuales solo 864.00 m2, serán donados a la Iglesia Anglicana de México, A.R.

ARTÍCULO SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO TERCERO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO CUARTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, correrán a cargo del beneficiario.

ARTÍCULO QUINTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 23 de junio  de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie 3,590.00 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Año 2000” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Parroquia Cristo Rey, para continuar con el trámite legal para escriturar.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 15 de abril de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie 3,590.00 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Año 2000” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Parroquia Cristo Rey, para continuar con el trámite legal para escriturar.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada de acta de cabildo de fecha 31 de marzo de 2008, mediante la cual se aprobó por unanimidad desincorporar del dominio público una superficie 3,590.00 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Año 2000” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Parroquia Cristo Rey, para continuar con el trámite legal para escriturar.

Superficie de 3,590.00 m2., con las siguiente medidas y colindancias;

Al Norte:
mide  71.80 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Sur:
mide  71.80 metros y colinda con calle Olmo.

Al Oriente:
mide  50.00 metros y colinda con calle Ahuehuete

Al Poniente:
mide  50.00 metros y colinda con calle Framboyan.

Y se encuentra inscrito en el Registro Público de Piedras Negras, bajo la Partida 11559, Tomo B, Foja 52, Libro 25, Sección I, Tomo B, Foja 52, de Fecha 26 de marzo de 2002, a favor del Ayuntamiento del Piedras Negras, Coahuila, con una superficie total de 8,723.70 m2., la cual ampara la superficie a donar.

QUINTO.  El objeto es continuar con el trámite legal para escriturar.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Piedras Negras, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, para desincorporar del dominio público una superficie 3,590.00 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Año 2000” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Parroquia Cristo Rey, para continuar con el trámite legal para escriturar.

Superficie de 3,590.00 m2., con las siguiente medidas y colindancias;

Al Norte:
mide  71.80 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Sur:
mide  71.80 metros y colinda con calle Olmo.

Al Oriente:
mide  50.00 metros y colinda con calle Ahuehuete

Al Poniente:
mide  50.00 metros y colinda con calle Framboyan.

Y se encuentra inscrito en el Registro Público de Piedras Negras, bajo la Partida 11559, Tomo B, Foja 52, Libro 25, Sección I, Tomo B, Foja 52, de Fecha 26 de marzo de 2002, a favor del Ayuntamiento del Piedras Negras, Coahuila, con una superficie total de 8,723.70 m2., la cual ampara la superficie a donar.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 9 de junio de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie de 1,199.88 m2., ubicada en la colonia ”Presidentes 1” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Instituto Nacional de Migración, para la construcción de una Estación Migratoria.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 27 de mayo de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie de 1,199.88 m2., ubicada en la colonia ”Presidentes 1” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Instituto Nacional de Migración, para la construcción de una Estación Migratoria. 

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada de acta de cabildo de fecha 30 de abril de 2008, mediante la cual se aprobó por unanimidad desincorporar del dominio público una superficie de 1,199.88 m2., ubicada en la colonia “Presidentes 1” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Instituto Nacional de Migración, para la construcción de una Estación Migratoria. 

Superficie de 1,199.88 m2,.cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 30.30 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Sur:
mide 30.30 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente:
mide 39.60 metros y colinda con calle Juan Álvarez.

Al Poniente:
mide 39.60 metros y colinda con propiedad municipal.

QUINTO.  El objeto es la construcción de una Estación Migratoria.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Piedras Negras, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, a desincorporar del dominio público una superficie de 1,199.88 m2., ubicada en la colonia “Presidentes 1” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Instituto Nacional de Migración, para la construcción de una Estación Migratoria. 

Superficie de 1,199.88 m2,.cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 30.30 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Sur:
mide 30.30 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente:
mide 39.60 metros y colinda con calle Juan Álvarez.

Al Poniente:
mide 39.60 metros y colinda con propiedad municipal.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 9 de junio de 2008.
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	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie total de 1,200.00 m2., ubicada en la colonia “El Cenizo” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Centro Cultural Restauración, A.C. para la construcción de un Centro Comunitario.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 10 de junio de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie total de 1,200.00 m2., ubicada en la colonia “El Cenizo” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Centro Cultural Restauración, A.C. para la construcción de un Centro Comunitario.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada de acta de cabildo de fecha 14 de mayo de 2008, mediante la cual se aprobó por unanimidad desincorporar del dominio público una superficie total de 1,200.00 m2., ubicada en la colonia “El Cenizo” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Centro Cultural Restauración, A.C. para la construcción de un Centro Comunitario.
Superficie de 1,200.00 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias;

Al Norte:
mide 30.00 metros y colinda con calle General Víctor Bravo.

Al Sur:
mide 30.00 metros y colinda con calle Patriotismo.

Al Oriente:
mide 40.00 metros y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:
mide 40.00 metros y colinda con calle Héroes de Chapultepec

QUINTO.  El objeto es la construcción de un Centro Comunitario.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Piedras Negras, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, para desincorporar del dominio público una superficie total de 1,200.00 m2., ubicada en la colonia “El Cenizo” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Centro Cultural Restauración, A.C. para la construcción de un Centro Comunitario.

Superficie de 1,200.00 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias;

Al Norte:
mide 30.00 metros y colinda con calle General Víctor Bravo.

Al Sur:
mide 30.00 metros y colinda con calle Patriotismo.

Al Oriente:
mide 40.00 metros y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:
mide 40.00 metros y colinda con calle Héroes de Chapultepec

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie total de 2,525.60 m2., ubicada en la colonia ”La Laja” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al Gobierno del Estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado para la construcción de un Jardín de Niños. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de mayo de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie total de 2,525.60 m2., ubicada en la colonia ”La Laja” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al Gobierno del Estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado para la construcción de un Jardín de Niños. 

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada de acta de cabildo de fecha 27 de febrero de 2008, mediante la cual se aprobó por unanimidad desincorporar del dominio público una superficie 2,525.60 m2., ubicada en la colonia ”La Laja” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al Gobierno del Estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado para la construcción de un Jardín de Niños. 

Superficie de 2,525.60 m2,.cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 44.00 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Sur:
mide 44.00 metros y colinda con calle Manuel Garza.

Al Oriente:
mide 57.40 metros y colinda con calle Oliverio de Hoyos.

Al Poniente:
mide 57.40 metros y colinda con propiedad municipal.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la ciudad de Piedras Negras, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, bajo la Partida 13991, Libro 140, Sección I, de Fecha 19 de Octubre de 2005.

QUINTO.  El objeto es la construcción de un Jardín de Niños 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Piedras Negras, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, a desincorporar del dominio público una superficie 2,525.60 m2., ubicada en la colonia ”La Laja” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito al Gobierno del Estado para ser destinados a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado para la construcción de un Jardín de Niños. 

Superficie de 2,525.60 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 44.00 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Sur:
mide 44.00 metros y colinda con calle Manuel Garza.

Al Oriente:
mide 57.40 metros y colinda con calle Oliverio de Hoyos.

Al Poniente:
mide 57.40 metros y colinda con propiedad municipal.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la ciudad de Piedras Negras, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, bajo la Partida 13991, Libro 140, Sección I, de Fecha 19 de Octubre de 2005.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 9 de junio de 2008.
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ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza
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EN CONTRA



	Dip. Hermilo Sergio Pon Tapia
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie de 579.36 m2., ubicada en la colonia ”Los Alamillos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Asociación Religiosa “Centro de Fe Esperanza y Amor, A.R.”, con el objeto de continuar con el trámite legal para escrituración.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de mayo de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público una superficie 579.36 m2., ubicada en la colonia ”Los Alamillos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Asociación Religiosa “Centro de Fe Esperanza y Amor, A.R.”, con el objeto de continuar con el trámite legal para escrituración.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada de acta de cabildo de fecha 27 de febrero de 2008, mediante la cual se aprobó por unanimidad desincorporar del dominio público una superficie 579.36 m2., ubicada en la colonia ”Los Alamillos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Asociación Religiosa “Centro de Fe Esperanza y Amor, A.R.”, con el objeto de continuar con el trámite legal para escrituración.
Superficie de 579.36 m2,.cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 24.14 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Sur:

mide 24.14 metros y colinda con calle Juan de la Barrera.

Al Oriente:

mide 24.00 metros y colinda con calle Oyamel.

Al Poniente:

mide 24.00 metros y colinda con propiedad privada.

QUINTO.  El objeto es continuar con los trámites de escrituración.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Piedras Negras, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, a desincorporar del dominio público una superficie total de 579.36 m2., ubicada en la colonia “Los Alamillos” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor de la Asociación Religiosa “Centro de Fe Esperanza y Amor, A.R.”, con el objeto de continuar con el trámite legal para escrituración.
Superficie de 579.36 m2,.cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 24.14 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Sur:

mide 24.14 metros y colinda con calle Juan de la Barrera.

Al Oriente:

mide 24.00 metros y colinda con calle Oyamel.

Al Poniente:

mide 24.00 metros y colinda con propiedad privada.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 9 de junio de 2008.
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ABSTENCIÓN
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para permutar un inmueble con una superficie de 141.00 m2, ubicado en la colonia “Torreón Residencial” de esa ciudad, a favor de la  C. Clara Nungaray viuda de Moncada, en compensación por la afectación de un inmueble de su propiedad, ubicado en la colonia San Marcos, el cual fue desincorporado mediante Decreto número 479 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 4 de marzo de 2008.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 20 de mayo de 2008, se recibió un oficio del Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, para que se declare la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para permutar un inmueble con una superficie de 141.00 m2, ubicado en la colonia “Torreón Residencial” de esa ciudad, a favor de la C. Clara Nungaray viuda de Moncada, en compensación por la afectación de un inmueble de su propiedad, ubicado en la colonia San Marcos, el cual fue desincorporado mediante Decreto número 479 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 4 de marzo de 2008.

SEGUNDO. Que por acuerdo por la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía certificación de acta de la sesión de cabildo de fecha 1 de abril de 2008, en la que se contiene la autorización por unanimidad, para permutar un predio con una superficie de 141.00 m2, ubicado en la colonia “Torreón Residencial” a favor de la C. Clara Nungaray viuda de Moncada, en compensación por la afectación de un inmueble de su propiedad con una superficie de 127.69 m2, ubicado en la colonia San Marcos, sobre el cual pasa una fracción de la vialidad denominada Calzada Cuitlahuac.

Predio municipal con una superficie de 141.00 m2, ubicado en la colonia Torreón Residencial, con las siguientes medidas y colindancias;

Al Norte:

mide 8.00 metros y colinda con Avenida Pavorreal.

Al Sur:

mide 8.00 metros y colinda con lote 3.

Al Oriente:

mide 17.625 metros y colinda con lote 15. 

Al Poniente:

mide 17.625 metros y colinda con lote 13.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la Ciudad de Torreón, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, bajo la Partida 106, Foja 31, Libro 43-A, Sección I, de Fecha 14 de mayo de 2001.

Predio afectado con una superficie de 127.69 m2, ubicado en la colonia San Marcos, con las siguientes medidas y colindancias; el predio mide 7.17 metros de frente por 17.81 metros de fondo.

Al Norte:

colinda con Avenida Aldama.

Al Sur:

colinda con lote 42 y 43.

Al Oriente:

colinda con lote 47. 

Al Poniente:

colinda con lote 45.

TERCERO.  El objeto es en compensación por la afectación de un inmueble de su propiedad sobre el cual pasa una fracción de la vialidad denominada Calzada Cuitlahuac.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila para permutar un predio con una superficie de 141.00 m2, ubicado en la colonia “Torreón Residencial” a favor de la C. Clara Nungaray viuda de Moncada, en compensación por la afectación de un inmueble de su propiedad con una superficie de 127.69 m2, ubicado en la colonia San Marcos, sobre el cual pasa una fracción de la vialidad denominada Calzada Cuitlahuac, el cual fue desincorporado mediante Decreto número 479 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 4 de marzo de 2008.

Predio municipal con una superficie de 141.00 m2, ubicado en la colonia Torreón Residencial, con las siguientes medidas y colindancias;

Al Norte:

mide 8.00 metros y colinda con Avenida Pavorreal.

Al Sur:

mide 8.00 metros y colinda con lote 3.

Al Oriente:

mide 17.625 metros y colinda con lote 15. 

Al Poniente:

mide 17.625 metros y colinda con lote 13.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la Ciudad de Torreón, Coahuila, a favor del Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, bajo la Partida 106, Foja 31, Libro 43-A, Sección I, de Fecha 14 de mayo de 2001.

Predio afectado con una superficie de 127.69 m2, ubicado en la colonia San Marcos, con las siguientes medidas y colindancias; el predio mide 7.17 metros de frente por 17.81 metros de fondo.

Al Norte:

colinda con Avenida Aldama.

Al Sur:

colinda con lote 42 y 43.

Al Oriente:

colinda con lote 47. 

Al Poniente:

colinda con lote 45.

ARTÍCULO SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO TERCERO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO CUARTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, correrán a cargo del beneficiario.

ARTÍCULO QUINTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público un inmueble con una superficie de 550.47 m2., ubicado en el Fraccionamiento Rincón Blanca Estela de la cabecera municipal, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Sr. Enrique Zulaica Serrano, con objeto de regularizar la afectación realizada en su predio.
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de abril de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público un inmueble con una superficie de 550.47 m2., ubicado en el Fraccionamiento Rincón Blanca Estela de la cabecera municipal, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Sr. Enrique Zulaica Serrano, con objeto de regularizar la afectación realizada en su predio.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada de acta de cabildo de fecha 27 de febrero de 2008, mediante la cual se aprobó por unanimidad desincorporar del dominio público un inmueble con una superficie de 550.47 m2., ubicado en el Fraccionamiento Rincón Blanca Estela de la cabecera municipal, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Sr. Enrique Zulaica Serrano, con objeto de regularizar la afectación realizada en su predio.
Lote 1 de la manzana 23, se identifica con las siguientes medidas y colindancias:

Al Noreste:
mide 5.00 metros y colinda con calle Cresencio Oranday.

Al Sureste:
mide 34.36 metros y colinda con calle Francisco Sarabia.

Al Suroeste:
mide 28.23 metros y colinda con calle José I. Alcocer.

Al Noroeste:
mide 52.78 metros y colinda con Límite del Fraccionamiento.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la ciudad de Saltillo, Coahuila a favor del Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila bajo la Partida 52337, Libro 524, Sección I de Fecha 3 de Abril de 1998.

QUINTO.  El objeto es regularizar la afectación realizada en su predio.
Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, a desincorporar del dominio público un inmueble con una superficie de 550.47 m2., ubicado en el Fraccionamiento Rincón Blanca Estela de la cabecera municipal, con el fin de enajenarla a título gratuito a favor del Sr. Enrique Zulaica Serrano, con objeto de regularizar la afectación realizada en su predio.
Lote 1 de la manzana 23, se identifica con las siguientes medidas y colindancias:

Al Noreste:
mide 5.00 metros y colinda con calle Cresencio Oranday.

Al Sureste:
mide 34.36 metros y colinda con calle Francisco Sarabia.

Al Suroeste:
mide 28.23 metros y colinda con calle José I. Alcocer.

Al Noroeste:
mide 52.78 metros y colinda con Límite del Fraccionamiento.

Dicho inmueble se encuentra inscrito en el Registro Público de la ciudad de Saltillo, Coahuila a favor del Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila bajo la Partida 52337, Libro 524, Sección I de Fecha 3 de Abril de 1998.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 9 de junio de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público un inmueble con una superficie de 489.210 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Fidel Velázquez” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título oneroso a favor del adquiriente en venta pública, con el fin de construir con los recursos obtenidos, en el resto del inmueble, el proyecto denominado “Moll del Taco” para la renta de locales de venta de alimentos, en apoyo a comerciantes de la localidad.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de abril de 2008, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, para que autorice a desincorporar del dominio público un inmueble con una superficie de 489.210 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Fidel Velázquez” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título oneroso a favor del adquiriente en venta pública, con el fin de construir con los recursos obtenidos, en el resto del inmueble, el proyecto denominado “Moll del Taco” para la renta de locales de venta de alimentos, en apoyo a comerciantes de la localidad.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada de acta de cabildo de fecha 31 de enero de 2008, mediante la cual se aprobó por unanimidad a desincorporar del dominio público un inmueble con una superficie de 489.210 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Fidel Velázquez” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título oneroso a favor del adquiriente en venta pública, con el fin de construir con los recursos obtenidos, en el resto del inmueble, el proyecto denominado “Moll del Taco” para la renta de locales de venta de alimentos, en apoyo a comerciantes de la localidad.

Área Municipal 2, con una superficie total de 932.25 m2., con las siguiente medidas y colindancias;

Al Norte:
mide  1.50 metros y colinda con Área Municipal número 3.

Al Sur:
mide  22.50 metros y colinda con carretera.

Al Oriente:
mide  68.00 metros y colinda con subestación eléctrica.

Al Poniente:
mide  13.00 y 54.00 metros y colina con calle Sindicalismo.

Y se encuentra inscrito en el Registro Público de Saltillo, bajo la Partida 48384, Libro 484, Sección I, de Fecha 5 de noviembre de 1997, a favor del Ayuntamiento del Saltillo, Coahuila, con una superficie total de 932.25 m2., la cual ampara la superficie a donar y solo se desincorporará una superficie de 489.210 m2. 
De dicha área municipal se enajenará a título oneroso a favor del mencionado adquiriente una superficie de 489.210 m2, la cual se identifica con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 17.588 metros y colinda con Polígono B.

Al Sur:
mide 20.321 metros y colinda con carretera.

Al Oriente:
mide 24.711 metros y colinda con subestación eléctrica.

Al Poniente:
mide 18.121 y 6.978 metros y colinda con calle Sindicalismo.

QUINTO.  El objeto es que se construya en el resto del inmueble el proyecto denominado Moll del Taco.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, para desincorporar del dominio público un inmueble con una superficie de 489.210 m2., ubicada en el Fraccionamiento “Fidel Velázquez” de esa ciudad, con el fin de enajenarla a título oneroso a favor del adquiriente en venta pública, con el fin de construir con los recursos obtenidos, en el resto del inmueble, el proyecto denominado “Moll del Taco” para la renta de locales de venta de alimentos, en apoyo a comerciantes de la localidad.

Área Municipal 2, con una superficie total de 932.25 m2., con las siguiente medidas y colindancias;

Al Norte:
mide  1.50 metros y colinda con Área Municipal número 3.

Al Sur:
mide  22.50 metros y colinda con carretera.

Al Oriente:
mide  68.00 metros y colinda con subestación eléctrica.

Al Poniente:
mide  13.00 y 54.00 metros y colina con calle Sindicalismo.

Y se encuentra inscrito en el Registro Público de Saltillo, bajo la Partida 48384, Libro 484, Sección I, de Fecha 5 de noviembre de 1997, a favor del Ayuntamiento del Saltillo, Coahuila, con una superficie total de 932.25 m2., la cual ampara la superficie a donar y solo se desincorporará una superficie de 489.210 m2. 

De dicha área municipal se enajenará a título oneroso a favor del mencionado adquiriente una superficie de 489.210 m2, la cual se identifica con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 17.588 metros y colinda con Polígono B.

Al Sur:
mide 20.321 metros y colinda con carretera.

Al Oriente:
mide 24.711 metros y colinda con subestación eléctrica.

Al Poniente:
mide 18.121 y 6.978 metros y colinda con calle Sindicalismo.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 9 de junio de 2008.
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